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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y SUS ANEXOS, SUSCRITO EN SANTIAGO, CHILE, EL 17 DE ABRIL DE 1998.











HONORABLE CÁMARA:



	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros acerca del proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, sin urgencia, aprobatorio del Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en Santiago, el 17 de abril de 1998, por los Presidentes de ambos países, Excmos. señores Ernesto Zedillo Ponce de León y Eduardo Frei Ruiz-Tagle.







ANTECEDENTES GENERALES.



	En septiembre de 1991, la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos suscribieron un Acuerdo de Complementación Económica (ACE Nº 17) en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), incorporado al orden jurídico interno mediante el decreto supremo Nº 1.569, de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 8 de julio del mismo año.



	Este Acuerdo, vigente desde el 1 de enero de 1992, constituyó, según informes de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (DIRECON), un nuevo modelo de integración entre Chile y los países latinoamericanos, que se fijaba como meta intensificar las relaciones económicas bilaterales por medio de “una liberalización total de gravámenes y restricciones  a las importaciones originarias de las Partes” (Anexo Nº 1, al final de este informe).



	Una visión global de los resultados alcanzados con la aplicación del ACE Nº 17, la proporcionan el Ministro de Relaciones Exteriores, señor José Miguel Insulza, y el Director General de DIRECON, señor Juan Gabriel Valdés, cuando señalan que a 7 años de la suscripción de dicho Acuerdo un 98% del comercio se encuentra libre de aranceles y éste se ha multiplicado en 5 veces alcanzando a US$ 1.452,5 millones en 1997. También destacan la diversificación que ha experimentado el comercio tanto en términos de empresas participantes como de productos chilenos exportados. En efecto, dicen, en 1991 existían 242 empresas exportando productos a México, en 1997 esta cifra alcanzó a 535 empresas. en cuanto a ítems arancelarios, éstos aumentaron de 277 en 1991 a 667 en 1997. Los flujos de inversiones también han tenido un importante crecimiento registrándose inversiones chilenas en México del orden de los US$ 80 millones y de México en Chile de unos US$ 240 millones (Introducción de la publicación del Tratado de Libre Comercio entre Chile y México, hecha por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Direcon).



	Estos positivos resultados, explicitados más ampliamente con antecedentes proporcionados en el documento anexo a este informe, llevaron a los Gobiernos de ambos países a celebrar este Tratado de Libre Comercio, en el cual se crea, según el mensaje, una sólida y profunda zona de libre comercio, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros de 1994 (GATT de 1994); en el Acuerdo General de Servicios (GATS) y en el Tratado de Montevideo 1980, que acrecentará y reforzará normativamente la expansión del intercambio comercial iniciada con la vigencia del ACE Nº 17.



	En el marco de la política exterior chilena, este Tratado se inserta, según el mensaje, en la estrategia seguida por el Gobierno para superar las limitaciones unilaterales al comercio internacional, especialmente de aquellas, que establecidas con fines proteccionistas, crean obstáculos al desarrollo de países, como Chile, que han adoptado un modelo de economía abierta.



	En general, se trata de evitar todo mecanismo discrecional que tienda a entrabar la libre circulación de bienes y servicios y que afecte el desarrollo del sector exportador con mayor valor agregado en nuestro país, entre los cuales cita los procedimientos aduaneros engorrosos y los estándares técnicos excesivamente rigurosos; las medidas sanitarias y fitosanitarias injustificadas, y los derechos antidumping y compensatorios.



	Por otra parte, se enmarca en una política de internacionalización con el resto de los países del Continente Americano y de profundización de los acuerdos existentes; en este caso con México, la mayor nación de habla hispana del mundo, que tiene un producto interno bruto cercano a los cuatrocientos cuatro mil millones de dólares, es decir, aproximadamente cinco veces mayor que el de Chile, y un mercado consumidor potencial cercano a los cien millones de personas, muy importante para la exportación de nuestros bienes y servicios.



	En efecto, precisa el mensaje, este Tratado profundiza el Acuerdo suscrito en 1991, recogiendo la experiencia acumulada por ambos países en otros planos desde su suscripción. Es así como México y Chile convergieron respecto del tipo de modelo de acuerdo que deseaban negociar, el primero, teniendo como punto de partida su experiencia en el NAFTA, y el segundo, su experiencia acumulada en la negociación del Tratado de Libre Comercio con Canadá.



	En ese plano,  este Tratado permite a Chile consolidar su nivel de apertura en la mayoría de los sectores económicos; en tanto que México, por su parte, otorga a Chile el mismo nivel de apertura concedido a Estados Unidos de América y a Canadá, inclusive superior en algunos sectores, como lo señala el mensaje.



	Chile avanza en áreas que no fueron negociadas con Canadá, como es el caso de las medidas de normalización, medidas sanitarias y fitosanitarias y tratamiento de la propiedad intelectual. Además, como permite a cada Parte mantener su identidad en aquellos puntos que se consideran esenciales, nuestro país podrá mantener: el mecanismo de bandas de precios al que se acoge un grupo de productos agrícolas; la facultad del Banco Central de Chile para aplicar medidas destinadas a precaver la estabilidad de la moneda; el derecho a exigir la nacionalidad chilena para ejercer como abogado en nuestro país, y la reserva  del cabotaje para las empresas chilenas. Asimismo, aspectos estratégicos, como la seguridad nacional, quedan, al tenor del mensaje, adecuadamente resguardados.



	Destaca, además, que la negociación en materia de acceso a la provisión de servicios e inversión en los diferentes sectores económicos, no significará para Chile cambio alguno respecto de su legislación actual.  Se trata entonces, al parecer del mensaje, de un proceso de consolidación de nuestro nivel de apertura.



	A las consideraciones anteriores el mensaje agrega que México, además de ser miembro de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), constituye un socio estratégico para Chile en el proceso del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y en el Foro de Cooperación Económica del Asia-Pacífico (APEC).







OBJETIVOS Y ESTRUCTURA DEL TRATADO.



Objetivos del Tratado.



	Según su artículo 1-02, los objetivos de este Tratado son los siguientes:



	a) Estimular la expansión y diversificación del comercio entre las Partes.



	b) Eliminar las barreras al comercio y facilitar la circulación de bienes y servicios en la zona de libre comercio.



	c) Promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio (ZLC).



	d) Aumentar substancialmente las oportunidades de inversión en la ZLC.



	e) Proteger y hacer valer, de manera adecuada y efectiva, los derechos de propiedad intelectual en la ZLC.



	f) Establecer lineamientos para la ulterior cooperación entre las Partes, así como en el ámbito regional y multilateral, encaminados a ampliar y mejorar los beneficios de este Tratado, y



	g) Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del mismo, para su administración conjunta y para la solución de controversias.





Estructura del Tratado.



	Este instrumento se divide en seis partes; veinte capítulos, con 35 anexos y 4 apéndices que complementan determinados capítulos, y seis anexos, de alcance general en la normativa del Tratado. Así, su texto tiene una extensión, aproximada, de setecientas páginas.



	Con el objeto de permitiros una visión integral de las diversas materias reguladas en tan extenso Tratado, se os reseñará en términos amplios, en primer lugar, el contenido normativo de cada una de dichas partes, capítulos, anexos y apéndices, y, en segundo lugar, las consideraciones del mensaje que explican su alcance jurídico y económico para el país.





Primera parte: aspectos generales.

(capítulos 1  y 2, con 1 anexo).



	El capítulo 1: contiene disposiciones iniciales, incluido el compromiso de establecer la zona de libre comercio y la definición de los objetivos del Tratado  (artículos 1-01 y 1-06). 



	El capítulo 2: establece disposiciones generales, entre las que se definen diversas expresiones de uso corriente en el Tratado, tal como la de arancel aduanero (artículo 2-01).



	El anexo 2-01: consagra definiciones específicas por país. Las de nacional y territorio tanto respecto de Chile como de México. La calidad de nacional se reconoce a quienes las respectivas Constituciones Políticas definen como tales. El territorio de ambos Estados comprende, en lo sustancial, los espacios terrestres, marítimo y aéreo bajo sus soberanías y jurisdicción de acuerdo con el derecho internacional y sus correspondientes derechos internos.





Segunda parte: comercio de bienes.

(capítulos 3, con 9 anexos, 4, 5 y 6, con 2 anexos).



	El capítulo 3: se refiere al trato nacional y acceso de bienes al mercado, comprendidas las normas sobre eliminación arancelaria, admisión temporal, importación libre de arancel aduanero para algunas muestras comerciales y materiales de publicidad impresos, restricciones a la importación y a la exportación, derechos de trámite aduanero, impuestos a la exportación, subsidios a la exportación sobre bienes agropecuarios, comercio de vehículos automotores y Comité de Comercio de Bienes (artículos 3-01 a 3-17). Complementan este capítulo los anexos 3-01, 3-03, 3-04, 3-04 (4), 3-06, 3-09, 3-10, 3-11 y 3-15.



	El anexo 3-01 determina que se entenderá por vehículo usado. En Chile lo serán todos los vehículos que no correspondan a la definición establecida en la letra (ñ) del artículo 1 de la ley Nº 18.483.



	El anexo 3-03 establece excepciones al trato nacional por parte de México, en virtud de las cuales este país podrá mantener hasta el 1 de enero de 2004 las disposiciones del Decreto para el Fomento y Modernización de la Industria Automotriz.



	El anexo 3-04 contempla el Programa de Desgravación. La sección A: lista de productos de Chile. La sección B: la lista de productos de México.  Ellas contemplan el cronograma de desgravación para las manzanas provenientes de ambos países, que termina con arancel cero a partir del 1 de enero de 2006.



	El anexo 3-04 (4) contiene las listas de excepciones de Chile y de México, que comprenden 99 y 84 clasificaciones  arancelarias, respectivamente, todas con régimen de libre importación, en el caso de Chile, y 18 con régimen de permiso previo en el caso de México. Ambas listas señalan, además, las distintas preferencias porcentuales sobre arancel de nación más favorecida, según productos.



	El anexo 3-06, relativo a admisión temporal de bienes, libera los bienes indicados en el artículo 3-06 (1), provenientes desde México, del pago de la tasa establecida en el artículo 139 de la Ordenanza de Aduanas de Chile.



	El anexo 3-09 se refiere a las medidas a las importaciones y exportaciones que podrán mantener o adoptar Chile o México. Nuestro país   podrá mantener o adoptar aquellas relativas a la venta interna de la producción nacional de cobre y otros metales y las relativas a la importación de los vehículos usados (sección A). México podrá adoptar o mantener prohibiciones o restricciones a la importación de bienes para la importación de ropa usada, bienes derivados del petróleo y bienes usados y nuevos del sector automotor (sección B).



	El anexo 3-10, sobre derechos de trámite aduanero, elimina los derechos establecidos en el artículo 190 de la ley Nº 16.464 y en el artículo 62 del decreto supremo (Aviación), de 1974, sobre Reglamento de Tasas Aeronáuticas e Impuestos.



	El anexo 3-11, concerniente a los impuestos a la exportación, permite a México mantener o adoptar impuestos, gravámenes u otros cargos sobre la exportación de determinados bienes alimenticios básicos, sobre sus ingredientes o sobre los bienes de los cuales dichos productos alimenticios se derivan, si los impuestos, gravámenes o cargos se utilizan en programas internos de asistencia alimentaria, para asegurar la disponibilidad de cantidades suficientes del bien alimenticio para los consumidores nacionales, para una industria procesadora nacional o para mantener los precios internos bajo el nivel del precio mundial, siempre que no tengan efectos proteccionistas de la industria nacional o se mantengan sólo por el tiempo necesario para desarrollar integralmente un plan de estabilización.



	El anexo 3-15  contempla normas sobre el sector automotor. En este anexo México contrae el compromiso de permitir la importación, libres de arancel aduanero, de 5000 vehículos provenientes desde Chile, y nuestro país se compromete a permitir que una cantidad anual de unidades que no supere el 50% de las importadas desde México el año anterior, se importe libre de arancel aduanero.



	El capítulo 4, trata de las Reglas de Origen. Principalmente define los bienes originarios, regula el valor de contenido regional y determina las operaciones y prácticas que no confieren origen (artículos 4-01 a 4-18).



	El capítulo 5, se refiere a procedimientos aduaneros, y reglamenta la declaración y certificación de origen, las obligaciones respecto a las importaciones y exportaciones, las importaciones que no requerirán de certificación de origen, compromete a las Partes a mantener la confidencialidad de la información que reciba por este capítulo y establece el Subcomité de Aduanas como órgano competente en estas materias (artículos 5-01 a 5-14).



	El capítulo 6, se ocupa de las medidas bilaterales y globales de salvaguardia, de su administración y solución de controversias por medio de la formación de un grupo arbitral (artículos 6-01 a 6-05).  Complementan este capítulo los anexos 6-01 y 6-04.



	El anexo 6-01, dispone que para los efectos de este capítulo, la autoridad investigadora competente, en Chile será la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas, y en México, lo será la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial.



	El anexo 6-04, se refiere a la administración de los procedimientos relativos a medidas de salvaguardia.





Tercera parte: normas técnicas.

(capítulos 7, con un anexo, y 8, con tres anexos).



	El capítulo 7, trata de las medidas sanitarias y fitosanitarias. En general establece los principios, normas y procedimientos que en este ámbito regulan o pueden afectar directa o indirectamente el comercio agropecuario, pesquero y forestal entre las Partes, y de otros intercambios de animales y vegetales así como de sus productos y subproductos. Además, las Partes se comprometen a prestarse mutua cooperación para prevenir la introducción o diseminación de plagas o enfermedades y mejorar la sanidad vegetal, la salud animal y la inocuidad de los alimentos (artículo 7-02). 



	Con tales propósitos, se regulan los derechos y obligaciones de las Partes, se determinan las normas internacionales aplicables con el fin de armonizar entre las Partes las medidas sanitarias y fitosanitarias, se establece el reconocimiento de zonas libres y zonas de escasa prevalencia de plagas o enfermedades y los procedimientos de control, inspección y aprobación y se constituye el Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (artículos 7-03 a 7-13).



	El anexo 7-02 deroga el Documento de Apoyo Protocolario suscrito, el 8 de marzo de 1991, entre el SAG y la Dirección General de Sanidad Vegetal de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos de México.



	El capítulo 8, se ocupa de las medidas relativas a la normalización. Su ámbito de aplicación son las medidas de normalización que puedan afectar, directa o indirectamente, el comercio o servicios entre las Partes, excluidas las medidas sanitarias y fitosanitarias, por tener un régimen especial (artículo 8-03).



	Será objetivo legítimo de estas medidas, entre otros, la garantía de la seguridad o la protección de la vida o la salud humana, animal, vegetal o del ambiente, o la prevención de las prácticas que puedan inducir a error a los consumidores, incluyendo asuntos relativos a la identificación de bienes o servicios, considerando entre otros aspectos, cuando corresponda, factores fundamentales de tipo climático, geográfico, tecnológico, de infraestructura o justificación científica (artículo 8-01).



	En este capítulo se determinan, además, los derechos básicos y obligaciones de las Partes, la evaluación de riesgo y los procedimientos de evaluación de la conformidad. También se establece el Comité de Medidas Relativas a la Normalización (artículos 8-04 a 8-12).



	Complementan el capítulo 8, el anexo 8-01, sobre sectores o subsectores de servicios sujetos a este capítulo (servicios de informática y servicios conexos y otros que se agreguen); el anexo 8-09, relativo a autoridades encargadas de la notificación: en Chile, el “Ministerio de Economía”, a través del Departamento de Comercio Exterior. Debe entenderse que es el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Por último, el anexo 8-11, que señala los integrantes del Comité antes señalado. A Chile lo representará la Secretaría de Estado ya señalada.





Cuarta parte: inversión, servicios y asuntos relacionados.

(capítulos 9, con 5 anexos; 10, con 1 anexo; 11, con 1 anexo; 12, con 2 anexos; 13, con 1 anexo y 3 apéndices, y 14, con 1 anexo).



	El capítulo 9, relativo a inversión, establece un régimen de protección recíproca de inversiones, incluidos mecanismos para la solución de controversias, análogo al convenido bilateralmente con diversos países en tratados ya aprobados por el Congreso Nacional. Es así como se garantiza a los inversionistas chilenos y mexicanos y a sus inversiones el trato nacional y el trato de nación más favorecida; un nivel mínimo de trato acorde con el derecho internacional, incluido trato justo y equitativo, así como protección y seguridad plenas; la libre transferencia y sin demora de ganancias, dividendos, intereses, ganancias de capital, pagos por regalías, gastos por administración, asistencia técnica y otros cargos productos de la inversión, incluidos por los pagos recibidos por expropiación de la inversión, con la reserva formulada por Chile en favor de las facultades del Banco Central para exigir al inversionista la mantención de un encaje (artículos 9-01 a 9-15, y anexo 9-10).



	Los mecanismos de solución de controversias contemplan aplicación de las reglas establecidas en el Convenio del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI); de las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), y de la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional (artículos 9-16 a 9-39).



	Por último, se establece un Comité de Inversión y Comercio Transfronterizo de Servicios.  Por parte de Chile, lo integrará la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (artículo 9-40 y anexo 9-40).



	En el anexo 9-10, ya señalado, nuestro país se reserva, con el propósito de preservar la estabilidad de su moneda, el derecho de:



	a) Mantener los requisitos existentes de que las transferencias desde chile del producto de la venta de todo o parte de una inversión de un inversionista de México o de la liquidación parcial o total de la inversión no podrán realizarse hasta que haya transcurrido un plazo que no exceda:



	i) De cinco años desde la fecha de la transferencia a Chile, en el caso de una inversión hecha conforme a la ley Nº 18.657, Ley sobre Fondo de Inversión de Capitales Extranjeros, o



	ii) De un año desde la fecha de transferencia a Chile, en todos los demás casos.



	b) Aplicar la exigencia de mantener un encaje, de conformidad con el artículo 49 Nº 2 de la ley Nº 18.840, Ley Orgánica del Banco Central de Chile, a una inversión de un inversionista de México que no sea inversión extranjera directa y a créditos extranjeros relacionados con una inversión, siempre que tal exigencia de mantener un encaje no exceda el 30% del monto de la inversión o el crédito, según el caso.



	c) Adoptar, entre otras, medidas que impongan una exigencia de mantener un encaje a que se refiere la letra anterior, por un período que no exceda de dos años desde la fecha de la transferencia a Chile.



	d) Aplicar, de conformidad con la ley Nº 18.840, las medidas cambiarias que señala el anexo en la letra d) de su Nº 2, con respecto a transferencias relativas a la inversión de un inversionista de México.



	Las reservas de Chile, formuladas en este anexo 9-10, importan modificar el artículo 49 de la ley Nº 18.840, en cuanto al monto y tiempo máximos del encaje que podrá disponer el Banco Central de Chile respecto de un inversionista mexicano. Como dicho texto legal es de rango orgánico constitucional, este Tratado deberá ser aprobado por la H. Cámara con el quórum constitucional correspondiente para que pueda producir los efectos modificatorios contenidos en las reservas comentadas.



	El anexo 9-38 (2), relativo al lugar para la entrega, dispone que en el caso de Chile, la entrega de notificaciones y documentos en los procedimientos de arbitraje deberán hacerse en la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.



	El anexo 9-38 (4), sobre publicación de laudos, permite a las Partes hacer públicos los laudos que se dicten en los procedimientos de arbitraje.



	El anexo 9-39, excluye de las disposiciones de solución de controversias, las decisiones de la Comisión Nacional de Inversiones Extranjeras de México que sometan a revisión una inversión.



	El capítulo 10 se ocupa del comercio transfronterizo de servicios, para los cuales se contempla, básicamente, la aplicación del trato nacional, el de la nación más favorecida y en tal virtud garantiza a los prestadores de servicios el mejor trato.  Para los efectos de este capítulo se constituye el Comité de Inversión y Comercio Transfronterizo de Servicios (artículos 10-03 a 10-14).



	El anexo 10-12 contempla las reglas que habrán de observar las Partes para reducir y gradualmente eliminar, en su territorio, las barreras a la prestación de servicios profesionales.



	El capítulo 11, relativo a los servicios de transporte aéreo, tiene por objeto principal hacer aplicable en ellos los mecanismos de solución de controversias establecidos para las que se susciten entre las Partes a propósito de la aplicación o interpretación de este Tratado, ya que la regulación de los servicios mismos las Partes la sujetan a las disposiciones del Convenio sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, firmado el 14 de enero de 1997. Este convenio, sometido a vuestra consideración en forma paralela a este Tratado, vuestra Comisión os lo ha informado en el boletín Nº 2258-10.



	Para los efectos de este capítulo y los del Convenio, las Partes constituyen un Comité de Transporte Aéreo, compuesto por representantes de cada una de ellas. En el caso de Chile, se dispone que estará integrado por la Junta de Aeronáutica Civil.



	Cabe señalar que las normas de este capítulo no entrarán en vigor mientras no rija el Convenio (artículos 11-01 a 11-07 y anexo 11-05).



	El capítulo 12, que trata de las telecomunicaciones, se refiere, en lo sustancial:



	a) A las medidas que las Partes adopten o mantengan sobre el acceso a y el uso de redes o servicios públicos de telecomunicaciones por personas de la otra Parte, incluso el acceso y el uso que dichas personas hagan cuando operen redes privadas para llevar a cabo sus comunicaciones internas de las empresas.



	b) A las medidas que adopte o mantenga una Parte sobre la prestación de servicios mejorados o de valor agregado por personas de la otra Parte en territorio de la primera o a través de sus fronteras; y



	c) A las medidas relativas a la normalización respecto de la conexión de equipo terminal u otro equipo a las redes públicas de telecomunicaciones.



	No se aplica a ninguna medida que una Parte adopte o mantenga en relación con la radiodifusión o la distribución por cable de programación de radio o televisión (artículo 12-02).



	Las Partes se comprometen a garantizar que las personas de la otra Parte tengan acceso a, y puedan hacer uso de cualquier red o servicio público de telecomunicaciones ofrecidos en su territorio o de manera transfronteriza, inclusive los circuitos privados arrendados, en términos y condiciones razonables y no discriminatorias, para la conducción de sus negocios, incluyendo las operaciones que especifica el artículo 12-03.



	Igualmente no discriminatorias deberán ser las condiciones para la prestación de servicios mejorados o de valor agregado (artículo 12-04).



	Se dispone que las medidas relativas a la normalización de conexiones a redes públicas de telecomunicaciones deberán adoptarse o mantenerse para evitar daños técnicos, interferencias técnicas, mal funcionamiento de equipos, garantizar la seguridad del usuario y el uso eficiente del espectro radioeléctrico (artículo 12-05).



	Cuando una de las Partes mantenga o designe un monopolio para proveer redes y servicios públicos de telecomunicaciones deberá asegurarse que éste no utilice su posición monopólica para incurrir en prácticas contrarias a la competencia en el mercado (artículo 12-06).



	El anexo 12-01 señala la normativa interna de las Partes que complementará este capítulo en materia de procedimientos de conformidad. En el caso de Chile el órgano competente será la Subsecretaría de Telecomunicaciones, Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. La normativa aplicable será la contemplada en la leyes Nos 18.168, Ley General de Telecomunicaciones,  18.838, Consejo Nacional de Televisión, y 16.643, Abusos de Publicidad, y en el decreto supremo Nº 220, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Reglamento de Homologación de Aparatos Telefónicos.



	El anexo 12-03 precisa que en Chile la interconexión  de los circuitos privados con las redes públicas de telecomunicaciones no dará acceso a tráfico desde dichos circuitos privados hacia las redes públicas o viceversa, sean arrendados o propios.



	El capítulo 13, trata de la entrada temporal de personas de negocios. Los objetivos de este capítulo son los de facilitar la entrada temporal conforme al principio de reciprocidad y establecer criterios y procedimientos transparentes para tal efecto.  Asimismo, refleja la necesidad de garantizar la seguridad de las fronteras y de proteger la fuerza de trabajo nacional y el empleo permanente en sus respectivos territorios (artículo 13-02).



	Una Parte podrá negar la expedición de un documento migratorio que autorice el empleo a una persona de negocios cuando su entrada temporal afecte desfavorablemente la solución de cualquier conflicto laboral o cuando esa persona intervenga en ese conflicto (Nº 2 del artículo 13-04).



	Para los efectos de este capítulo, se establece el Comité de Entrada Temporal, integrado por representantes de las Partes, incluyendo funcionarios de migración (artículo 13-06).



	Una negativa de autorización de entrada temporal podrá dar lugar a una controversia si ella es una práctica recurrente y la persona afectada ha agotado los recursos administrativos en contra de la resolución correspondiente (artículo 13-07).



	El anexo 13-04, se ocupa de la entrada temporal de personas de negocios. 



	En su sección A, de los Visitantes de Negocios, se dispone que una Parte autorizará la entrada sin exigirle a la persona autorización de empleo, siempre que, además de cumplir los medidas migratorias vigentes, exhiba prueba de nacionalidad de una Parte; documentación que acredite que emprenderá actividades de negocios, pruebe el carácter internacional de su actividad, demuestre que la principal fuente de remuneración correspondiente a esa actividad  se encuentre fuera del territorio nacional, lo mismo que el lugar principal de sus negocios. Estas normas se complementan con las del apéndice 13-04 (A) (1).



	En su sección B, referente a los comerciantes e inversionistas, se establece que cada Parte autorizará la entrada a la persona de negocios que ejerza funciones de supervisión, ejecutivas o que conlleve habilidades esenciales, siempre que la persona cumpla además con las medidas migratorias vigentes y pretenda llevar a cabo un intercambio comercial cuantioso de bienes o servicios entre las Partes o establecer, desarrollar, administrar o prestar asesoría o servicios técnicos claves para administrar una inversión en la cual la persona o su empresa hayan comprometido o estén en vías de comprometer un monto importante de capital.



	La sección C se refiere a las transferencias de personas dentro de una empresa. Para obtener la entrada temporal deben ser personas destinadas a desempeñar funciones gerenciales, ejecutivas o que conlleven conocimientos especializados en la empresa o en una de sus subsidiarias o filiales.



	La sección D dispone que los profesionales tendrán derecho a entrada temporal para llevar a cabo actividades a nivel profesional en el ámbito de su especialidad, si además de cumplir las medidas migratorias generales, prueba su nacionalidad y presenta la documentación que acredite que emprenderá tales actividades y señale el propósito de su entrada.



	El anexo 13-04 (1) contempla las normas específicas por país para la entrada temporal de personas de negocios. En el caso de Chile, se considerará que ellas realizan actividades que son útiles o ventajosas para el país, serán titulares de visa de residente temporario, renovable, pero no podrán solicitar permanencia definitiva ni cambiar su calidad migratoria, salvo que cumplan las condiciones generales del decreto ley Nº 1.094, de 1975, y del decreto supremo Nº 597, de 1974, del Ministerio del Interior, y podrán obtener cédula de identidad para extranjeros. Estos textos contemplan las medidas migratorias vigentes, cuyo cumplimiento es exigible a los visitantes de negocios mexicanos en el marco del anexo 13-04, sección A (apéndice 13-04 (A) (3)).



	El apéndice contiene la lista de profesionales y los requisitos académicos mínimos y títulos alternativos exigibles a quienes soliciten entrada temporal. Se contemplan 24 profesiones clasificadas como científicas, entre ellas, agrónomo, apicultor, astrónomo, biólogo, edafólogo, físico, horticultor, meteorólogo y zoólogo; 27 profesiones clasificadas de generales, entre las que se indican: abogado, administrador hotelero, analista de sistema, bibliotecario, economista, ingeniero y topógrafo, y 13 profesionales/médicos asociados.



	El capítulo 14, se refiere a política en materia de competencia, monopolios y empresas del Estado. Nada de lo dispuesto en el Tratado se interpretará en el sentido de impedir a una Parte mantener o establecer empresas del Estado, asegurándose que la misma mantenga, establezca u otorgue un trato no discriminatorio a las inversiones de inversionistas de la otra Parte (artículo 14-04).



	En esta materia se dispone que la Comisión establecerá un Comité de Comercio y Competencia, integrado con representantes de cada Parte, para informar cuestiones referentes a competencia y comercio (artículo 14-05).



	El anexo 14-01 señala que  empresa del Estado para México no incluye la Compañía Nacional de Subsistencias Populares y sus filiales, para el propósito de venta de maíz, frijol y leche en polvo.





Quinta parte: propiedad intelectual.

(capítulo 15, con 2 anexos y un apéndice).



	Los derechos de propiedad intelectual regulados en el capítulo 15 son los derechos de autor y los derechos conexos sección B); las marcas de fábrica o de comercio (sección C), y las denominaciones de origen (sección D). Cada Parte se compromete a protegerlos y a otorgarles una defensa adecuada y eficaz, sin convertir estas medidas en un obstáculo al comercio legítimo (artículo 15-02).



	Entre las definiciones y disposiciones generales (sección A) se declara que ninguna de las disposiciones del capítulo podrá entenderse en detrimento del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial; el Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas; la Convención Internacional sobre Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, de los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión, y el Convenio para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción no autorizada de sus Fonogramas (artículo 15-03).



	El primero de los Convenios señalados ha sido incorporado al orden jurídico interno, mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 425, de 1991, publicado en el Diario Oficial del 30 de septiembre del mismo año. Los otros tres pasarán a ser aplicables por referencia y sólo para los efectos del Tratado.



	En materia de propiedad intelectual, las Partes también se comprometen a otorgarse el trato nacional, el trato de nación más favorecida, a controlar las prácticas y condiciones abusivas contrarias a la competencia y a cooperar para eliminar el comercio de bienes objeto de infracciones a los derechos de propiedad intelectual (artículos 15-04 a 15-08).



	El anexo 15-21, sobre renovación de una marca, dispone que Chile adecuará su legislación, en un plazo de cinco años contado desde la entrada en vigencia de este Tratado, para hacer exigible el uso como condición para la renovación de una marca de fábrica o de comercio.



	El anexo 15-24, se ocupa de las denominaciones de origen. En él Chile se compromete a reconocer las denominaciones de origen “Tequila” y “Mezcal” para su uso exclusivo en productos originarios de México. Este país, por su parte, reconocerá las denominaciones de origen “Pisco”, “Pajarete” y “Vino Asoleado”, para uso exclusivo en productos originarios de Chile, como también a aquellos vinos con denominación de origen chilena que se determinará por una Comisión bipartita, sobre la base del apéndice 15-24 dentro del término de un año contado desde la vigencia del Tratado. Lo anterior es sin perjuicio de los derechos que México pueda reconocer, además de a Chile, exclusivamente al Perú, en relación al “Pisco”.



	El referido apéndice 15-24 individualiza las 5 Regiones Vitivinícolas de Chile, con indicación de las Subregiones, zonas y áreas. Básicamente, se trata de reconocer en las regiones de Atacama, los valles de Copiapó y del Huasco; en la de Coquimbo, los valles del Elqui, del Limarí y del Choapa; en la Aconcagua, los valles del Aconcagua y Casablanca; en la del Valle Central, los valles del Maipo, del Rapel, de Curicó y del Maule, y la del Sur, los valles del Itata y del Bío-Bío.





Sexta parte: disposiciones administrativas e institucionales.

(capítulos 16, 17, con 4 anexos, 18, con 1 anexo, 19, con 1 anexo, y 20).



	El capítulo 16, relativo a transparencia, dispone que cada Parte designará una dependencia u oficina como centro de información para facilitar la comunicación entre las Partes sobre cualquier asunto comprendido en este Tratado (artículo 16-02).



	Además, las Partes deberán preocuparse de publicar o de poner a disposición de la otra Parte, a la brevedad, las leyes, reglamentos, procedimientos y resoluciones administrativas de aplicación general a cualquiera de dichos  asuntos y notificará las medidas que adopte y los procedimientos que aplique al respecto (artículos 16-03 a 16-05).



	También deberán establecer los recursos de revisión e impugnación para la corrección de las acciones administrativas definitivas relacionadas con tales asuntos (artículo 16-06).



	El capítulo 17 regula la administración del Tratado. Para tal efecto establece la Comisión de Libre Comercio, integrada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile y el Secretario de Comercio y Fomento Industrial de México.



	A la Comisión le corresponderá, principalmente, velar por el cumplimiento del Tratado, evaluar sus resultados, resolver las contiendas que surjan respecto de la aplicación o interpretación del Tratado y supervisar la labor de los diversos comités, subcomités y grupos de trabajo establecidos en este instrumento (Nº 1 del artículo 17-01).



	El anexo 17-01 (2) contiene una lista de los 8 Comités y de los 10 Subcomités que se establecen en diversas disposiciones del Tratado.



	Tendrá, además, facultades para modificar: las reglas de origen, los plazos de desgravación, a fin de acelerar la desgravación arancelaria, las listas de productos incluidos en las Listas de Excepciones, para incorporar uno o más bienes al programa de desgravación, y las Reglamentaciones Uniformes (Nº 2 del artículo 17-01). 



	En el caso de Chile, dichas modificaciones serán aprobadas  mediante decreto supremo tramitado ante la Contraloría General de la República y publicado en el Diario Oficial (anexo 17-01 (3).



	Se os hace notar que dicho procedimiento sólo será posible respecto de las modificaciones que no incidan en materias de ley, ya que cualquiera modificación convenida en el seno de la Comisión de Libre Comercio en asuntos que conforme a la Constitución Política de Chile son del dominio legal deberá ser aprobada por el Congreso Nacional, al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del Nº 1 del artículo 50 del texto fundamental.



	La Comisión establecerá y supervisará un Secretariado integrado por secciones nacionales, para lo cual cada Parte establecerá una oficina permanente y se encargará de su operación y costos, más las remuneraciones y gastos que deban pagarse a los árbitros, sus asistentes, expertos y miembros de los comités de revisión científica nombrados de conformidad al Tratado (artículo y anexo Nos 17-02).



	El capítulo 18, dedicado a la solución de controversias, compromete a las Partes a procurar siempre llegar a un acuerdo sobre la interpretación y la aplicación de este Tratado mediante la cooperación y consultas, y se esforzarán por alcanzar una solución mutuamente satisfactoria para cualquier asunto que pudiese afectar su funcionamiento (artículos 18-01 y 18-04).



	Las controversias podrán ser resueltas conforme a los Acuerdos de la Organización Mundial del Comercio (OMC)  o mediante la intervención de la Comisión de Libre Comercio constituida en este Tratado, los buenos oficios, conciliación, mediación o arbitraje. Una vez iniciado un procedimiento regulado por el Tratado o conforme al Acuerdo de la OMC, el foro seleccionado será, por lo general, excluyente del otro (artículos 18-03 a 18-16).



	En los procedimientos internos, judiciales y administrativos, sobre la interpretación del Tratado en una controversia comercial privada, las Partes podrán intervenir para dar su opinión o dar a conocer la interpretación acordada por la Comisión (artículo 18-17).



	En estas controversias se promoverá y facilitará el arbitraje y otros medios alternativos para la solución de controversias comerciales internacionales entre particulares en la zona de libre comercio, contemplándose la aplicación de la Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, de 1958, o de la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, de 1975 (artículo 18-19).



	El anexo 18-02, sobre anulación y menoscabo, permite que una Parte pueda recurrir a los mecanismos de solución de controversias del Tratado, cuando considere que una medida que no contravenga este instrumento anula o menoscaba los beneficios que razonablemente esperaba de la aplicación de las normas sobre comercio de bienes, normas técnicas, comercio transfronterizo de servicios o propiedad intelectual.



	El capítulo 19, sobre excepciones, incorpora al Tratado, para formar parte integrante del mismo, las excepciones:



	a) El artículo XX del GATT de 1994 y sus notas interpretativas, para efectos de comercio de bienes, medidas sanitarias y fitosanitarias y medidas relativas a normalización;



	b) El artículo XIV, apartados a), b) y c), del GATS  para efectos de comercio de bienes, normas técnicas, comercio transfronterizo de servicio, servicios de transporte aéreo y telecomunicaciones (artículo 19-02).



	Además dispone que ninguna de las normas del Tratado podrán ser interpretadas en el sentido que obliga a una Parte a:



	a) Proporcionar o dar acceso a información cuya divulgación considere contraria a sus intereses esenciales en materia de seguridad nacional o le impida cumplir sus obligaciones derivadas de la Carta de las Naciones Unidas para el Mantenimiento de la Paz y la Seguridad Internacionales (artículo 19-03).



	b) Divulgar informaciones que la ley o la Constitución impiden divulgar en protección de la intimidad de las personas, los asuntos financieros y las cuentas bancarias de clientes individuales de las instituciones financieras (artículo 19-04).



	Tampoco podrá ser interpretado en el sentido que:



	a) Afecta los derechos y obligaciones de las Partes que se deriven de un convenio tributario. Se reconoce que para estos efectos, la autoridad competente en Chile es el Director del Servicio de Impuestos Internos (artículo 19-05 y anexo 19-05), y



	b) Impide a una Parte adoptar o mantener medidas que restrinjan las transferencias cuando afronte dificultades serias en su balanza de pagos, o amenazas de las mismas, las que deberán ajustarse al Convenio del Fondo Monetario Internacional (artículo 19-06). 



	El capítulo 20 contempla las siguientes disposiciones finales:



	Declara que los anexos del Tratado constituyen parte integral del mismo y que las Partes podrán acordar cualquier modificación o adición, las que entrarán en vigor una vez que sean aprobadas según los procedimientos jurídicos de cada Parte (artículos 20-01 y 20-02).



	Consagra el principio de la convergencia de este Tratado con otros acuerdos de integración regional, de conformidad con el Tratado de Montevideo 1980 (artículo 20-03).



	Establece que la duración del Tratado será indefinida y que entrará en vigor treinta días después del intercambio de ratificaciones (artículo 20-04).



	Deja el Tratado abierto a la adhesión de los demás países miembros de ALADI (artículo 20-06).



	Permite la denuncia del Tratado, la que producirá sus efectos 180 días después de comunicada (artículo 20-07).



	Fija cronograma para que la Comisión de Libre Comercio inicie negociaciones en materia de servicios financieros (a más tardar el 30 de junio de 1999); para eliminar recíprocamente la aplicación de derechos antidumpig o regular las compras del sector público (un año después de la entrada en vigor del Tratado) (artículo 20-08).



	Compromete a las Partes a iniciar consultas con otros países no miembros de este Tratado en materia de reglas de origen (artículo 20-09).



	Deja sin efecto el ACE 17; no obstante, respecto de procedimientos aduaneros, los importadores podrán solicitar su aplicación por un plazo de 30 días y fija un calendario para la aplicación del valor de contenido regional aplicable a bienes clasificados en las subpartidas 8422.40 y 8431.43 del capítulo 84: reactores nucleares, calderas, máquinas, aparatos y artefactos mecánicos y partes de estas máquinas o aparatos (artículo 20-10).



	El anexo 4-03 contiene las reglas de origen específicas y las nuevas fracciones arancelarias.





Anexo I: reservas en relación con medidas existentes y compromisos de liberalización.



	 En lo sustancial se trata de reservas que salvaguardan el derecho de las Partes a medidas vigentes que sean disconformes con las obligaciones que les imponen las normas relativas a trato nacional (artículos 9-03 o 10-03); a trato de la nación más favorecida (artículos 9-04 o 10-04); a presencia local (artículo 10-06); a requisitos de desempeño (artículo 9-07), o a tratamiento a altos ejecutivos y directorios o consejos de administración (artículo 9-08).



	La lista de Chile registra 26 reservas, cuyo contenido, en lo fundamental, se os reseña a continuación, con indicación, en cada caso, de las disposiciones internas cuya plena vigencia se preserva:



	1)  La propiedad o cualquier otro tipo de derechos sobre tierras del Estado sólo podrá ser obtenida por personas naturales y jurídicas chilenas, salvo las excepciones legales correspondientes, entendiéndose por tales tierras las comprendidas hasta una distancia de 10 kilómetros de la línea de la frontera y hasta una distancia de 5 kilómetros de la costa (D.L. Nº 1.939, de 1977, y D.F.L. Nº 4, de 1967, en relación con artículo 9-03 del Tratado).



	2) Chile, al vender o disponer de intereses accionarios o bienes de una empresa del Estado existente o entidad gubernamental existente, se reserva el derecho de prohibir o imponer limitaciones sobre la propiedad de tal participación o activo y sobre la habilidad de los dueños de tal participación o activo de controlar cualquier empresa resultante, por inversionistas de México o de un Estado no Parte o sus inversiones. En relación a tal venta u otra forma de disposición, Chile puede adoptar o mantener cualquier medida relativa a la nacionalidad de ejecutivos de alta dirección o miembros del directorio (artículos 9-03 y 9-08).



	3) Chile exige que como mínimo el 85% de los trabajadores de un mismo empleador deben ser personas naturales chilenas. Esta regla se aplica a empleadores con más de 25 trabajadores con contrato de trabajo. El personal técnico experto, que no pueda ser reemplazado por personal nacional, no estará sujeto a esta disposición, según lo determine la Dirección General del Trabajo D:F:L. Nº 1 (Trabajo) 1994, en relación con artículo 10-03 del Tratado).



	4) Para obtener los beneficios de la ley Nº 18.483, se requiere estar inscrito en los Registros  de la Comisión Automotriz y cumplir con porcentajes mínimos de integración nacional establecidos en dicho cuerpo legal (en relación con artículo 9-07).



	Para efectos de esta reserva Chile podrá mantener:



	a) Hasta el 31 de diciembre de 1999 las medidas de exención de aranceles bajo el artículo 3 de la citada ley; y



	b) Hasta el 31 de diciembre de 1998:



	i) Medidas de crédito fiscal establecidas en los artículos 9 y 10 de la ley Nº 18.483, y



	ii) Medidas de crédito fiscal, para exportación de componentes domésticos establecidos bajo los artículos 11, 11 bis, 12 y 12 bis de la misma ley,



	siempre que los beneficios de estas medidas estén disponibles sólo para las manufacturas automotrices como se han definido bajo el artículo 1 (h) de la ley 18.483 inscritos en la Comisión Automotriz al 1 de enero de 1996 y que, a esa fecha, tales beneficios no se hayan ampliado ni se hayan introducido nuevos beneficios bajo estas medidas.



	5) Sólo pueden ser titulares de concesión de servicios de radiodifusión sonora de libre recepción, hacer uso de ella, a cualquier título, personas jurídicas de derecho público o privado, constituidas en Chile y con domicilio en el país. Los presidentes, gerentes, administradores y representantes legales deben ser chilenos. Tratándose de Directorios, podrán integrarlos los extranjeros, siempre que no constituyan mayoría.



	El Consejo Nacional de Televisión podrá fijar un requisito general de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de transmisión televisiva de libre recepción (leyes Nos 18.838, 18.168 y 16.643, en relación con artículos 9-03, 9-07, 9-08, 10-03 y 10-06 del Tratado).



	6) Sólo las personas jurídicas constituidas conforme a las leyes chilenas pueden obtener concesiones para la instalación, operación y explotación de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones en el territorio chileno (ley Nº 18.168, en relación con artículo 9-03).



	7) La exploración, la explotación y el beneficio de los hidrocarburos líquidos y gaseosos, yacimientos de cualquier tipo existentes en aguas marítimas sometidas a jurisdicción nacional y aquellas situadas total o parcialmente en zonas determinadas de importancia para la seguridad nacional con efectos mineros, podrán ser objeto de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije para cada caso.



	La producción de energía nuclear con fines pacíficos sólo podrá llevarse a cabo por la Comisión Chilena de Energía Nuclear o, con su autorización, en forma conjunta con terceras personas (Constitución Política y leyes Nos 18.097, 18.248 y 16.319, en relación con artículos 9-03 y 9-07 del Tratado).



	8) El propietario de todo diario, revista o escrito periódico con dirección editorial en Chile, o agencia noticiosa nacional, debe ser chileno con domicilio y residencia en Chile y deberá tener un director responsable y una persona que lo reemplace, los que deberán ser chilenos, con domicilio y residencia en Chile (ley Nº 16.643, en relación con los artículos 9-03, 9-08, 10-03 y 10-06 del Tratado).



	9) El Estado tiene en Chile, al precio y modalidades habituales del mercado, el derecho de primera opción de compra de los productos mineros originados en explotaciones desarrolladas en el país en los que el torio o el uranio tengan presencia significativa (Constitución Política y leyes Nos 18.097, 18.248 y 16.319, en relación con los artículos 9-03 y 9-07 del Tratado).



	10) Sólo personas naturales chilenas o personas jurídicas constituidas según las leyes chilenas y extranjeros que dispongan de permanencia definitiva podrán ser titulares de una autorización o concesión para realizar actividades de acuicultura o para cosechar y capturar especies hidrobiológicas.  Sólo las naves chilenas pueden realizar pesca en aguas interiores, mar territorial o en la zona económica exclusiva de Chile (ley Nº 18.892 y D.L. Nº 2.222, de 1978, en relación con artículos 9-03 y 9-04 del Tratado).



	11) Las personas que tengan armas, explosivos o sustancias análogas deberán requerir su inscripción ante la autoridad fiscalizadora correspondiente a su domicilio (ley Nº 17.798, en relación con artículo 10-06).



	12) Sólo los chilenos pueden prestar servicios de agentes y despachadores de aduana, como guardias privados armados, ejercer la profesión de abogado, ser capitán de barco o patrón de nave, entre otros oficios y profesiones. Se reconoce el derecho a ejercer la profesión de abogado al ciudadano ecuatoriano poseedor de título adquirido legalmente en su país (D.F.L. Nº 30, de 1983; D.S. (Interior) Nº 1.773, de 1994; Código Orgánico de Tribunales, ley Nº 18-120 y convenio sobre mutuo reconocimiento de exámenes y títulos profesionales entre Chile y Ecuador, de 1937; decretos leyes Nos 2.222, de 1978, y 3.059, de 1979; ley Nº 19.420 y Código de Comercio,  en relación con artículos 9-03, 9-04, 9-08, 10-03, 10-04 y 10-06 del Tratado).



	13) Las personas naturales y jurídicas extranjeras que deseen efectuar investigaciones en la zona marítima de las 200 millas bajo jurisdicción nacional; exploraciones para efectuar trabajos con fines científicos, técnicos o de andinismo en las zonas fronterizas o excavaciones, prospecciones, sondeos y/o recolecciones antropológicas, arqueológicas y paleontológicas, deberán obtener autorización del Instituto Hidrográfico de la Armada, de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado y del Consejo de Monumentos Nacionales, respectivamente (D.S. Nº 711 (Defensa) 1975; D.F.L. Nº 11 (Economía) 1968; D.F.L. Nº 83 (RR.EE.) 1979 y ley 17.288, en relación con artículo 10-03 del Tratado).



	14) Los auditores externos de las instituciones financieras deben estar inscritos en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y en la Superintendencia de Valores y Seguros  (ley Nº 18.046; decretos leyes Nos 1.097, de 1975, y 3.538, de 1980, en relación con artículo 10-03 del Tratado).



	15) Los ingenieros y técnicos graduados en el extranjero y especialmente contratados para ejercer una función determinada en Chile, deberán obtener una autorización del respectivo colegio profesional y quedarán sometidos a la tuición y disciplina de éste (ley Nº 12.851, en relación con artículo 10-03 del Tratado).



	16) Los auxiliares de la administración de justicia: defensores públicos, notarios, archiveros, árbitros de derecho, receptores judiciales, procuradores del número y martilleros, deben ser chilenos, excepto en los últimos tres casos en que pueden ser también extranjeros con residencia permanente (Código Orgánico de Tribunales, Reglamento del Registro Conservador de Bienes raíces, leyes Nos 18.118 y 18.175, en relación con artículos 10-03 y 10-06 del Tratado).



	17) Sólo una persona natural o jurídica chilena podrá registrar una aeronave, o nave, en Chile. El presidente, gerente y la mayoría de los directores o administradores de la persona jurídica deben ser chilenos. Los servicios de transporte aéreo podrán realizarse por empresas de aeronavegación chilenas o extranjeras siempre que, en las rutas que operen, los otros Estados otorguen condiciones similares para las empresas aéreas chilenas, cuando éstas lo soliciten (leyes Nos 18.916, 16.752 y decreto ley Nº 2.564, de 1979, para las aeronaves, y ley Nº 19.420 y decretos leyes Nos 2.222, de 1978, y 3.059, de 1979, y Código de Comercio, para las naves, en relación con artículos 10-03, 10-04 y 10-06 del Tratado).



	18) El cabotaje queda reservado para naves chilenas, excepto en el caso de cargas que provengan o tengan destino los puertos de la provincia de Arica. Las naves extranjeras podrán participar en él cuando se trate de volúmenes de carga superiores a 900 toneladas, previa licitación (decreto ley Nº 3.059, de 1979, en relación con artículos 9-03, 9-04, 10-03, 10-04 y 10-08 del Tratado).



	19) Los prestadores de servicios de transporte terrestre deberán inscribirse en el registro Nacional por medio de una solicitud al Secretario Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones. Sólo las compañías con domicilio real y efectivo, y creadas bajo las leyes de los siguientes países pueden prestar servicios de transporte terrestre entre Chile, Argentina, Bolivia, Brasil, Perú, Uruguay y Paraguay (decreto supremos (Transportes) Nos 212, 1992, y 163, 1985, y D.S. (RR.EE.) Nº 257, de 1991, en relación con artículos 10-03, 10-04 y 10-06 del Tratado).



	La lista de México contempla 169 reservas, unas de alcance federal otras sólo a Estados determinados, mediante las cuales se excluye o limita la participación de personas naturales o jurídicas chilenas en actividades como las siguientes:



	Sólo los nacionales mexicanos podrán:



	1) Solicitar cédula para calificar como empresa microindustrial (hasta 15 trabajadores).



	2) Ser propietarios de tierra destinada para propósitos agrícolas, ganaderos o forestales.



	3) Prestar servicios de radiodifusión, sistemas de distribución multipunto MDS/MMDS, música continua, DTH y DBS y televisión de alta definición.



	4) Establecer u operar gasolineras para la venta o distribución al por menor de gasolina, diesel, lubricantes, aditivos o aceites.



	5) Distribuir, transportar, almacenar o vender gas líquido de petróleo, e instalar depósitos fijos.



	6) Obtener autorización para pescar en alta mar en naves con bandera mexicana o concesión para aplicar pesticidas.



	7) Prestar servicios médicos al personal de las empresas mexicanas; ser agentes aduanales, corredores públicos, árbitro en controversias mercantiles, fedatario público; ser capitanes de puerto, pilotos de puerto y comandantes de aeródromos; empleados en las tripulaciones de los ferrocarriles en México.



	8) Proporcionar el servicio de transporte urbano y suburbano de pasajeros en autobús, los servicios de autobús escolar, taxi, ruleteo y de otros servicios de transporte colectivo.



	9) Ejercer profesiones, en determinados Estados, entre las que se encuentran las de arquitecto, cirujano, médico, veterinario, licenciado en derecho, dentista y educador de párvulos.



	10) Los inversionistas chilenos o sus inversiones sólo podrán adquirir hasta un 49% de la participación en empresas establecidas o por establecerse en territorio mexicano que se dediquen:



	== A la venta de explosivos, armas de fuego, cartuchos, municiones y fuegos artificiales; 



	==  A explotar sistemas de televisión por cable o que suministren servicios de televisión por cable;



	== A prestar servicios telefónicos y de telefonía celular;



	== A la edificación, construcción e instalación de obras incluidas en el elemento clasificación industrial; 



	== Al suministro de combustible y lubricantes para embarcaciones, aeronaves y equipo ferroviario; 



	== A la impresión o publicación de periódicos escritos exclusivamente para el público mexicano y para ser distribuidos en el territorio de México; 



	== A la pesca en agua dulce, costera y en la zona económica exclusiva.



	== A prestar servicios privados de educación preescolar, primaria, secundaria, media superior, superior y combinados.



	== A prestar servicios legales;



	== A la administración portuaria integral.



	== A realizar operaciones de navegación interior.



	== Al establecimiento u operación de estaciones terminales de camiones o autobuses.





Anexo II: reservas en relación con medidas futuras.



	En lo sustancial se trata de reservas que salvaguardan el derecho de las Partes a mantener o adoptar medidas nuevas o más restrictivas que sean disconformes con las obligaciones que les imponen las normas relativas a trato nacional (artículos 9-03 o 10-03); a trato de la nación más favorecida (artículos 9-04 o 10-04); a presencia local (artículo 10-06); a requisitos de desempeño artículo 9-07), o a tratamiento a altos ejecutivos y directorios o consejos de administración (artículo 9-08).  Por lo general, excepcionan del otorgamiento del trato nacional o del trato de la nación más favorecida.



	La lista de Chile registra 11 reservas. Nuestro país se reserva el derecho de adoptar o mantener cualquier medida:



	Relativa a requisitos de residencia para la propiedad, por inversionistas de la otra Parte o sus inversiones, de tierras costeras; 



	Que otorgue derechos o preferencias a las minorías social o económicamente en desventaja;



	Que deniegue a inversionistas de México y sus inversiones o proveedores de servicios de México, cualquier derecho o preferencia otorgados a poblaciones autóctonas;



	Con respecto al comercio transfronterizo en redes y servicios de telecomunicaciones básicas locales; servicios de telecomunicaciones digital de transmisores satelitales unidireccionales sean de televisión directa al hogar, de radiodifusión directa de servicios de televisión y directas de audio.



	Con respecto a las personas que presten servicios de educación, incluidos profesores y personal auxiliar que presten servicios educacionales en los diversos niveles, en establecimientos educacionales de cualquier tipo, colegios, escuelas, liceos, academias, centros de formación, institutos profesionales y técnicos y/o universidades.



	Con respecto a la adquisición, venta u otra forma de disposición, por parte de nacionales mexicanos, de bonos, valores de tesorería u otro tipo de instrumentos de deuda emitidos por el Banco Central de Chile o el Gobierno de Chile.



	Relativas a la imposición de requisitos para que la producción y distribución de agua potable y la recolección y disposición de aguas servidas, servicios sanitarios tales como alcantarillado, disposición de desechos y tratamiento de aguas servidas sólo pueda ser prestado por personas jurídicas según las leyes chilenas o creadas de acuerdo a requisitos establecidos por las leyes chilenas.



	Relativas a la prestación de servicios de construcción realizados por personas jurídicas o entidades extranjeras, en el sentido de imponer requisitos de residencia, registros y/o cualquier otra forma de presencia local, o estableciendo la obligación de dar garantía financiera por el trabajo como condición para la prestación de servicios de construcción.



	Análogos alcances tienen las reservas formuladas por México.









Anexo III: actividades reservadas al Estado.



	El Estado mexicano se reserva el derecho exclusivo de desempeñar y de negarse a autorizar el establecimiento de inversiones privadas en las siguientes actividades:



	== Petróleos, otros hidrocarburos y petroquímica básica;

	== Electricidad;

	== Energía nuclear y tratamiento de minerales radiactivos;

	== Servicios de telégrafo;

	== Servicios postal;

	== Emisión de billetes y acuñación de monedas, y

	== Control, inspección y vigilancia de puertos marítimos y terrestres.



	En estas actividades queda prohibida la inversión de capitales privados y si ella se permitiera no podría interpretarse que a través de su participación se está afectando la reserva del Estado en esas actividades. Incluso, si se permitiera el capital privado, México se reserva el derecho a imponer restricciones a la inversión extranjera.





Anexo IV: excepciones al trato de nación más favorecida.



	Chile y México exceptúan este tratamiento del otorgado bajo los acuerdos internacionales bilaterales o multilaterales en vigor o firmados antes de la fecha de entrada en vigor de este Tratado.



	Respecto de los firmados después, Chile reserva el otorgamiento del referido tratamiento al otorgado bajo aquellos acuerdos en materia de aviación, pesca o asuntos marítimos, incluyendo salvamento.



	Tampoco se aplicará a ningún programa, presente o futuro, de cooperación internacional para promover el desarrollo económico, incluyendo prácticas de créditos de exportación de conformidad con las disposiciones sobre tasas de interés del Acuerdo de Créditos de Exportación de la OCDE.





Anexo V: restricciones cuantitativas.



	La lista de cada una de las Partes establece restricciones cuantitativas no discriminatorias mantenidas por ellas, de conformidad con el artículo 10-08 del Tratado.



	Chile las mantiene:



	== En servicios postales, para prestar los servicios de envío de correspondencia nacional e internacional; 



	== En radiocomunaciones, para exigir el otorgamiento de concesión por la Subsecretaría de Telecomunicaciones; 



	== En transmisión de electricidad, para exigir el otorgamiento de concesión por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, si es definitiva, o de la Superintendencia de Electricidad y Combustible, si es provisoria; 



	== Para que la Comisión Chilena de Energía Nuclear autorice el número de personas que trabajarán en cada instalación, planta, centro, laboratorio o equipo nuclear radiactivo; 



	== Para determinar el número de notarios, archiveros, receptores judiciales y otros auxiliares de la justicia;



	== Para mantener el control de los servicios de telecomunicaciones marítimas y aeronáuticas por la Armada de Chile y la Dirección General de Aeronáutica Civil, respectivamente; 



	== Para que Instituto Geográfico Militar y el Departamento de Navegación e Hidrografía de la Armada sean los únicos autorizados para levantar y confeccionar los mapas y cartas oficiales del territorio nacional, y 



	== Para que el establecimiento, construcción y explotación de obras públicas destinadas al abastecimiento de aguas servidas y disponer aguas servidas requiera de concesión otorgada por el Ministerio de Obras Públicas.



	La lista de México mantiene diversas restricciones establecidas en las leyes de preservación del medio ambiente que el anexo enumera; en el comercio de productos alimenticios, bebidas y tabaco al por mayor y por menor; en la construcción, salud, servicios educativos privados, servicios de protección y custodia y transporte terrestre, según las leyes  que enumera.





Anexo VI: compromisos futuros.



	Por estar reservado para usos futuros, este anexo no registra disposición alguna; sin embargo, conforme lo señala el artículo 10-10 del capítulo 10, en él cada Parte indicará sus compromisos para liberalizar restricciones cuantitativas, requisitos para el otorgamiento de licencias, requisitos de desempeño y otros medidas no discriminatorias.











RESEÑA DE LAS PRINCIPALES CONSIDERACIONES DEL MENSAJE SOBRE LAS MATERIAS REGULADAS EN EL TRATADO.





Sobre el trato nacional y el acceso de bienes al mercado.



	El l mensaje afirma que la desgravación arancelaria se mantiene en el nivel de liberalización alcanzado en el ACE de 1991, donde el 98,4% del intercambio bilateral enfrenta cero arancel aduanero. Sostiene que la regla general en la materia es el principio de trato nacional, en virtud del cual los bienes de una Parte, una vez ingresados al territorio de la otra Parte, no pueden ser objeto de discriminación y tienen el mismo tratamiento que los bienes de la Parte importadora.



	Señala que las excepciones a este compromiso las constituyen, en el caso de México, el decreto para el Fomento y Modernización del Sector Automotriz, y en el caso de Chile, las medidas a la importación de vehículos usados.



	Las Partes se comprometen a mantener la eliminación de todos sus aranceles aduaneros para bienes originarios.



	Los productos contemplados en las listas de excepciones son, aproximadamente, cien clasificaciones arancelarias que representan cerca del 2% del universo de productos y sólo un producto (manzanas) integra la lista de desgravación, en un programa que terminará el año 2006.



	En el caso de las manzanas provenientes de México, empieza en 1999 con arancel aduanero de 8.6%, y en el de las manzanas que ingresan a México provenientes de Chile el arancel aduanero será de 11.7%.



	Los aranceles indicados regirán exclusivamente para importaciones por un cupo anual inicial de 2264.5 toneladas métricas, que se incrementará anualmente, a partir del año 2000 y hasta el año 2005 inclusive, en un 5% respecto del cupo vigente para el año anterior. Para las cantidades que excedan el cupo señalado, los dos países son autorizados a aplicar un arancel que no sea superior a su arancel de nación más favorecida.



	Las Partes no podrán aplicar restricciones a las importaciones ni exportaciones, salvo las reservas que cada una de ellas establecen.



	Chile se reservó el derecho de imponer y mantener medidas relativas a la venta interna de la producción nacional de cobre y otros metales e imponer medidas a la importación de vehículos usados. 



	México, por su parte, estableció prohibiciones o permisos previos para la importación de ropa usada, bienes derivados del petróleo y bienes usados y nuevos del sector automotor.



	Se dispone la eliminación de todos los subsidios a la exportación para bienes agropecuarios para el 1 de enero del año 2003. Hasta esa fecha, si una de las Partes incrementa, introduce o reintroduce subsidios a la exportación, la otra Parte podrá incrementar el arancel de nación más favorecida para ese producto. El mensaje destaca que esta disposición representa un logro para Chile, por cuanto nuestro país ya ha comprometido frente a la OMC el no tener ningún tipo de subsidio a la exportación, excepto el reintegro simplificado hasta el año 2003.





Sobre las reglas de origen.



	El mensaje señala que estas reglas tienen por objetivo asegurar que los beneficios del Tratado sean concedidos a bienes producidos en Chile y México y no a bienes que se elaboren total o mayoritariamente en otros países. Mediante reglas claras y precisas se reducen obstáculos administrativos para los exportadores, importadores y productores que realicen actividades comerciales en el marco del Tratado.





Sobre los procedimientos aduaneros.



	Estas normas tienen por objeto impedir que estos procedimientos sean utilizados como barreras no arancelarias al comercio y reglamentar la aplicación y fiscalización del cumplimiento de las normas de origen.



	El mensaje hace notar que estos procedimientos representan para Chile la introducción de nuevas formas de proceder: la certificación del origen, la determinación de las obligaciones del importador y del exportador, la factibilidad de que el sector privado requiera pronunciamientos en forma previa al despacho de las mercancías respecto del cumplimiento de origen, mecanismos de revisiones e impugnaciones de las actuaciones de la administración y un adecuado y efectivo sistema de sanciones.



	La certificación de origen corresponde a los principales responsables de la observancia de las reglas de origen: los exportadores y productores. No existen, por lo tanto, entidades certificadoras, como ocurre con la aplicación de los acuerdos comerciales firmados en el contexto de ALADI, evitándose que las responsabilidades se diluyan, fijándose sanciones para el caso de transgresiones en la certificación.





Sobre las medidas de salvaguardia. 



	Las medidas que se permiten bajo este título, tienen  por objeto, como lo señala el mensaje, evitar un daño que puede ocasionarse por un aumento excesivo e imprevisto de la importación de un producto originario de la otra Parte, a causa de la desgravación arancelaria al implementarse el Tratado. Estas medidas sólo pueden adoptarse por un plazo limitado y dan derecho a la otra Parte el derecho a obtener el otorgamiento de una compensación. Si no hay acuerdo sobre el monto de esta, el país exportador puede adoptar una medida con efectos equivalentes para compensar el efecto comercial de la salvaguardia.





Sobre las medidas sanitarias y fitosanitarias.



	Las normas que se convienen al respecto, tienen por objeto, al tenor del mensaje, impedir el uso de estas medidas como restricciones encubiertas al comercio, salvaguardando el derecho de cada Parte para adoptar las medidas necesarias para la protección de la vida o la salud humana, animal o vegetal. Las Partes se comprometen a aceptar, en el mayor grado posible, como equivalentes a sus medidas sanitarias y fitosanitarias las de la otra Parte, a condición de que el país exportador demuestre que sus medidas cumplen con el nivel adecuado de protección.



	Se confirma el derecho de cada Parte para determinar el nivel de protección sanitaria o fitosanitaria que considere adecuado, disponiendo que cada Parte puede alcanzar tal nivel de protección mediante la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias fundamentadas en principios científicos y en una evaluación de riesgos. Dichas medidas se deberán aplicar sólo en el grado necesario para alcanzar el nivel de protección, tomando en cuenta la factibilidad técnica y económica y no constituirán una discriminación injustificada o una restricción encubierta al comercio.



	La regulación de estas medidas sobre la base de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria; del Acuerdo sobre Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, y según las directrices o recomendaciones de la Oficina Internacional de Epizootias y la Comisión del Codex Alimentarius, más la creación de un Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, constituyen elementos que permitirán un impulso al comercio de bienes agrícolas, forestales y de la pesca, otorgando mayor certeza respecto de los principios y procedimientos  en la materia.





Sobre las medidas relativas a la normalización.



 	Se reconoce el derecho a las Partes a establecer, aplicar y hacer cumplir las normas oficiales, reglamentaciones técnicas y procesos que considere necesarios, presumiéndose que dichas medidas no crean obstáculos innecesarios al comercio si persiguen un objetivo legítimo, están conformes con una norma internacional y no excluyen bienes de la otra Parte.



	El Tratado, según el mensaje, constituye un avance respecto del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, ya que se incorporan los servicios transfronterizos, en concordancia con los nuevos planteamientos de los foros internacionales.











Sobre el tratamiento a las inversiones.



	El mensaje señala que se regula el régimen de inversiones entre ambos países, mejorando considerablemente el régimen jurídico general que se aplica a los inversionistas mexicanos en Chile y a los chilenos en México. Se les garantiza el trato nacional, el tratamiento de la nación más favorecida, el derecho a una compensación justa y adecuada en caso de expropiación, la no exigencia de requisitos especiales para invertir en un determinado sector, tales como la exigencia de que se exporte una parte de la producción.



	Ninguna de las Partes podrá exigir que una empresa sea una inversión de inversionistas del otro Estado, designe a individuos de alguna nacionalidad en particular para ocupar puestos de alta dirección.



	El Tratado reconoce la existencia de restricciones en inversiones que impiden cumplir con los principios enunciados, por lo que permite a las Partes formular sus reservas en los anexos I, II, III y IV, cuyo contenido ha sido descrito en el capítulo anterior de este informe.



	El artículo 9-10 establece que las Partes se comprometen a que las transferencias relacionadas con la inversión de la otra Parte, puedan realizarse libremente y sin demora, en una divisa de libre uso y al tipo de cambio vigente en el mercado. Sin embargo, la aplicación irrestricta de esa norma se estima que iría en detrimento de las atribuciones que la ley orgánica constitucional confiere al Banco Central de Chile. Por ello, nuestro país ha incluido una reserva, en el Nº 2 del anexo 9-10, ya descrito en el capítulo anterior, que permitirá a dicha entidad bancaria aplicar medidas con el propósito de mantener la estabilidad de la moneda.



	El mensaje señala que dentro de las medidas reservadas se incluyen:



	1) La exigencia de permanecer un año a los capitales provenientes de una inversión, de acuerdo a como se aplica en la actualidad. En el caso de programas especiales de inversión, que establecen beneficios y requisitos adicionales, es posible que la restricción de repatriación de capitales se eleve hasta cinco años. Tal es el caso de los Fondos de Inversión de Capital Extranjero (FICE), programa especial que entrega beneficios adicionales con la condición de una mayor permanencia de los capitales en Chile.



	2) La ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile establece que el encaje a las inversiones o créditos que llegan al país es de 40% y no impone límite a los años de aplicación. El Tratado limita esta atribución al establecer que el encaje no podrá ser superior al 30% y sólo será aplicable, como máximo, durante los dos primeros años de permanencia de los capitales en Chile.



	3) La posibilidad de imponer medidas que permitan evitar que se eludan las medidas reservadas antes señaladas.



	Los mecanismos de solución de controversias convenidos en el ámbito de las inversiones son, en términos generales, los mismos que se establecen en los convenios bilaterales de promoción y protección recíproca de inversiones, fundado en las normas del convenio sobre Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (CIADI) o las Reglas de Arbitraje de la Comisión de Naciones Unidas sobre Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI). Se agrega, en este Tratado, el derecho de los inversionistas a reclamar contra una medida de una Parte que viole las normas que rigen las inversiones y otras normas referidas a empresas del Estado, siempre que no hayan transcurrido más de tres años desde la transgresión.





Sobre los servicios transfronterizos.



	En esta materia el mensaje informa que este Tratado amplía lo previsto en el ACE de 1991 y en las negociaciones de la Ronda Uruguay, ya que abarca la casi totalidad de los sectores de servicios y comprende más aspectos de cada sector.



	Estas normas están orientadas por los principios de trato nacional y nación más favorecida, de modo similar al caso de las inversiones.



	Los servicios profesionales son una de las principales actividades de servicios; por ello, estas normas contemplan disciplinas que facilitan y promueven la prestación de este tipo de servicios. Se establecen mecanismos para el reconocimiento mutuo de licencias y certificados, no existe la obligación de reconocer automáticamente los estudios o experiencia de un prestador de servicios provenientes de la otra Parte,



	En materia de transporte marítimo, se elimina la reserva de carga vigente en la legislación mexicana que afectaba al sector automotriz, disponiéndose de esta manera, el acceso en igualdad de condiciones de las naves mexicanas y chilenas al transporte de esta clase de bienes y de todo tipo de mercancías.





Sobre los servicios de transporte aéreo.



	Al respecto las Partes se remiten al Convenio sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, firmado el 1 4 de enero de 1997, o su sucesor.



	No obstante, acuerdan aplicar en esta materia las normas sobre administración, solución de controversias y las disposiciones finales del Tratado.











Sobre la entrada temporal de personas de negocios.



	Las normas que se convienen en esta materia tienen por objeto otorgar garantías para un ingreso más expedito de los inversionistas de ambos países, los visitantes de negocios nacionales de las Partes, las transferencias de personal dentro de una compañía y otros profesionales.





Sobre las políticas de competencia, monopolios y empresas del Estado.



	Estas normas son, según el mensaje, plenamente consistentes con la legislación vigente en Chile. Se establece la obligación general de las Partes de adoptar o mantener medidas que prohiban prácticas contrarias a la libre competencia, debiendo las Partes efectuar consultas sobre la eficacia de las medidas que cada una adopte.





Sobre la propiedad industrial.



	El Tratado impone a cada Parte la obligación de otorgar en su territorio a los nacionales de la otra Parte, protección y defensa adecuada y eficaz para los derechos de propiedad intelectual: derechos de autor, derechos conexos, marcas de fábricas o de comercio y denominaciones de origen. Respecto de los derechos de autor y derechos conexos: se protegen como obras literarias los programas computacionales y se incorpora una disposición relativa a la protección de señales de satélites portadoras de programas.



	En lo relativo a las denominaciones de origen, México reconoce la denominación “pisco” como de uso exclusivo para los productos originarios provenientes de Chile, sin perjuicio de los derechos que México pueda reconocer, además de Chile, exclusivamente al Perú, en relación al “Pisco”. También México reconoce el “Pajarete” y “Vino Asoleado” para su  uso exclusivo en productos originarios de Chile. Adicionalmente, se comprometió la conformación de una comisión técnica que estudiará las denominaciones de origen de los vinos chilenos. Chile, por su parte, reconoce las denominaciones “Tequila” y “Mezcal” para su uso exclusivo de productos originarios de México.





Sobre las normas de transparencia.



	En virtud de estas normas, las Partes de obligan a publicar las normas legales y las resoluciones administrativas de aplicación general.





Sobre la administración del Tratado.



	Para tal efecto se crea la Comisión de Libre Comercio, integrada por el Ministro de Relaciones Exteriores de Chile y el Secretario de Comercio y Fomento Industrial de México. La Comisión tendrá como misión supervisar la aplicación del Tratado, la labor de los Comités, subcomités y grupos de expertos y resolver las controversias que se susciten respecto de la interpretación o aplicación del Tratado.



	Además se establece un Secretariado, integrado por secciones nacionales, para los cuales cada Parte deberá crear y financiar el funcionamiento de la oficina permanente.





Sobre la solución de controversias.



	Las Partes pueden elegir entre recurrir a los procedimientos de la OMC o a los establecidos en este Tratado. En este caso, el primer recurso son las consultas entre las Partes y si en ellas no hay solución se pasa a la Comisión de Libre Comercio, la que inicia una fase de conciliación o mediación.  Fracasada esa fase, se establece un Grupo Arbitral de cinco miembros, elegidos de una lista confeccionada por las Partes con personas con conocimiento y experiencia internacional. Cada Parte selecciona dos árbitros nacionales de la otra Parte. El Grupo Arbitral determina si hay incompatibilidad entre el Tratado y la medida impugnada y formulará una recomendación. El informe final del Grupo es obligatorio para las Partes, sin perjuicio que ellas puedan convenir otra cosa.







DECISIONES DE LA COMISIÓN.





Opiniones recibidas por la Comisión.



	Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión acordó recibir opiniones de las personas e instituciones que se indican. Todas fueron, en lo fundamental, favorables a la aprobación del Tratado. Lo sustancial de lo expresado por estas personas e instituciones se reseña en el anexo Nº 2, adjunto al final de este informe.



	Entregaron personalmente sus opiniones:

 

	El Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Juan Gabriel Valdés Soublette.



	El Director de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministro Consejero Alejandro Jara Puga.



	El Jefe del Departamento de Comercio Exterior del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Roberto Paiva.



	El Abogado de General Motors Chile S.A., señor Fernando Hurtado.



	El Director de Administración y Finanzas de Peugeot Chile S.A., señor Patricio González.



	El Gerente del Area de Comercio Exterior de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Hugo Baierlein.



	El Gerente General de la Asociación Nacional de Armadores, señor Arturo Sierra.



	El Asesor Jurídico de la Asociación Nacional de Armadores, señor Antonio Pedrals.



	El Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Antonio Yaksic, y



	El Director de Programas Económicos del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Tomás Flores.



	Lo hicieron por escrito:



	La Cámara de Comercio de Santiago;

	El Instituto Textil de Chile, y

	La Asociación Nacional de Armadores A.G.





Aprobación del proyecto de acuerdo.



	Por los antecedentes expuestos, más los que el señor Diputado Informante tenga a bien entregaros, vuestra Comisión acordó, por unanimidad, recomendaros la aprobación del proyecto de acuerdo, para lo cual os propone adoptar su artículo único con las modificaciones formales siguientes:



	1) Por no corresponder a la denominación del Tratado, según el texto autenticado acompañado con el mensaje, se elimina la expresión “el Gobierno de”, y



	2) Por razones de certeza jurídica, se hace referencia a los apéndices que complementan el articulado de los capítulos.



	Con las modificaciones antes señaladas, el texto sustitutivo que os propone vuestra Comisión, es el siguiente:



	“Artículo único.- Apruébanse el Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos, sus anexos y apéndices, suscrito en Santiago, Chile, el 17 de abril de 1998.”.







Prevenciones constitucionales.



	En armonía con lo ya expresado en el capítulo II de este informe, a propósito de las normas sobre administración del Tratado (capítulo 17, en relación con anexo 17-01 (3), la Comisión acordó dejar constancia de una prevención constitucional sobre el alcance que en el orden interno podrá tener el procedimiento de aprobación de las modificaciones que se convengan en el seno de la Comisión de Libre Comercio en materias reguladas por el Tratado.  El juicio unánime de la Comisión es que el recurso al decreto supremo, tramitado en la Contraloría General de la República, como lo contempla el referido anexo, sólo será posible cuando dichas modificaciones incidan en materias reglamentarias, ya que si correspondieren al ámbito legal, ellas deberán ser sometidas a la consideración del Congreso Nacional, conforme lo disponen los incisos segundo y tercero del Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política de la República.



	Análoga prevención y con el mismo fundamento jurídico, se formula acerca del alcance del anexo VI, relativo a compromisos futuros que podrán celebrar las Partes, ya que todo acuerdo de este tipo, que pase a formar parte de dicho anexo, deberá ser sometido a la aprobación del Congreso Nacional cuando sus disposiciones traten materias no reguladas por el Tratado o lo modifiquen en materias del dominio legal.





Menciones reglamentarias.



	Conforme lo dispuesto por los Nos 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os consigna:





Disposiciones del Tratado y sus anexos que deben ser informadas por la H. Comisión de Hacienda.



	Se encuentran en esta situación:



	a) El artículo 3-04: eliminación arancelaria, y los anexos 3-04 (3) y 3-04 (4): Programas de Desgravación y Listas de Excepciones.  Establecen reducción arancelaria progresiva a favor de manzanas, según cronograma que concluye el 1 de enero del 2006 con 0,0% de arancel, y listas de excepciones al compromiso de reducción arancelaria progresiva, sobre determinados productos originarios de Chile o de México.



	b) El anexo 3-06: admisión temporal de bienes. Exime la admisión temporal de bienes desde México, señalados en el artículo 3-06, del pago de la tasa establecida en el artículo 139 de la Ordenanza de Aduanas.



	c) El artículo 3-10, en relación con anexo 3-10: derechos de trámite aduanero. Elimina los derechos de trámites aduaneros establecidos en el artículo 190 de la ley Nº 16.464 y en el artículo 62 del decreto supremo (Aviación) Nº 172, de 1974, Reglamento de Tasas Aeronáuticas e Impuestos, e impide incrementar los derechos de trámite aduanero o establecer nuevos.



	d) El artículo 9-10, en relación con anexo 9-10: transferencias.  Dispone la transferencia libre y sin demora de capitales y contempla reserva de Chile para preservar la estabilidad de su moneda; particularmente, la referida a las facultades del Banco Central de Chile para exigir a los inversionistas extranjeros mantener hasta un 40% de su inversión como encaje en el Banco y un tiempo máximo de dos años.



	e) El artículo 17-02: Secretariado, en relación con anexo 17-02: remuneración y pago de gastos. Obliga al Gobierno de Chile, lo mismo que al de México, a establecer una oficina permanente de su sección nacional y a financiar sus gastos de operación y costos; más remuneraciones y gastos de árbitros, asistentes, expertos y miembros de Comités de Revisión Científica.





Disposiciones de rango orgánico constitu-cional.



	Tienen este rango las normas del Nº 2 del anexo 9-10, en la medida en que modifican para los efectos de este Tratado, el monto y plazo máximo del encaje que puede disponer el Banco Central de Chile, en conformidad con el artículo 49, Nº 2 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco.



	Dada la indivisibilidad de la votación en el trámite de aprobación o rechazo de los tratados internacionales, la decisión de la H. Cámara sobre este instrumento deberá ser adoptada en  votación única y con quórum orgánico constitucional, según ha sido la práctica reiterada de ambas Cámaras, especialmente en el caso de la aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá (boletín Nº 2.009-10), en el cual se contemplaban análogas disposiciones a las que motivan esta constancia.





Designación de Diputado Informante.



	Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado GUSTAVO ALESSANDRI VALDÉS.









)--------(









	Acordado en sesiones de los días 3 y 10 de noviembre, y 1 de diciembre de 1998, con asistencia de los señores Diputados Riveros Marín, don Edgardo (Presidente de la Comisión); Alessandri Valdés, don Gustavo; Allende Bussi, doña Isabel; Caminondo Sáez, don Carlos; González Román, doña Rosa; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Masferrer Pellizari, don Juan; Palma Irarrázaval, don Joaquín; Reyes Alvarado, don Víctor; Sciaraffia Estrada, doña Antonella, y Urrutia Cárdenas, don Salvador.









	SALA DE LA COMISIÓN, a 1 de diciembre de 1995.













FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

Secretario de la Comisión.



































































ANEXO Nº 1.





La evolución de las relaciones económicas CHILENO-MEXICANAS A PARTIR DEL ACE 17�.





	El Cuadro Nº 1 muestra la evolución del comercio bilateral entre 1990-97, el que ha tenido un fuerte crecimiento. En 1990 el intercambio bilateral alcanzó alrededor de US$ 158 millones llegando en 1997 a US$ 1.452 millones. Es decir, hasta la fecha, en menos de una década, el comercio entre ambos países prácticamente se ha multiplicado por 10. 







Cuadro 1: 	Evolución del intercambio bilateral: 1990-97.

		(millones de US$)



�1990�1991�1992�1993�1994�1995�1996�1997��Exportaciones�  57.7� 43.5� 92.4�130.8�212.2� 132.3� 146.6�  376.3��Importaciones�100.8�138.2�178.3�209.7�263.7� 600.6� 927.2�1076.2��Balanza Comercial� -43.3� -94.7� -85.9� -78.9� -51.5�-468.3�-780.6� -699.9��Fuente: elaborado por la Dirección de Estudios de DIRECON.





	Las importaciones desde México han crecido fuertemente luego de la crisis financiera que vivió ese país a fines de 1994. Producto de esta importante crisis, el tipo de cambio bilateral se revaluó en un 45% entre el primer trimestre de 1994 y el primer trimestre de 1995. Adicionalmente se contrajo el Producto Interno Bruto (PIB) de México en un 6.6%�. A pesar de ello, las exportaciones de Chile a México se han sextuplicado desde el comienzo de la presente década, en circunstancias que las exportaciones al mundo se han duplicado en el mismo período.































Gráfico 1:	Tipo de Cambio Bilateral:1990.1-1997.4

		(Indice 1986=100)

�����EMBED MSGraph.Chart.8 \s���



	El Cuadro Nº 2 muestra la evolución del programa de desgravación bilateral acordado en el ACE Nº 17 y  que concluyó el 1ºde enero de 1998.





Cuadro 2:	Programa recíproco de desgravación arancelaria ACE Nº 17.



�1/01/92�1/01/93�1/01/94�1/01/95�1/01/96�1/01/97�1/01/98��Programa  General�10%�7.5%�5%�2.5%�0�0�0��Programa Especial�10%�10%�8%�6%�4%�2%�0��Fuente: Acuerdo de Complementación Económica Nº 17.





	Adicionalmente, el ACE Nº 17 contempla una lista recíproca de excepciones para 100 líneas arancelarias�. Es decir, hasta la fecha prácticamente el 100% del valor del comercio bilateral se encuentra liberado de aranceles y medidas no arancelarias, quedando menos de un 2% de las líneas arancelarias excluidas del convenio.



	En materia de promoción de inversiones la relación bilateral ha evolucionado favorablemente. En el período comprendido entre 1990 y diciembre de 1997, las inversiones chilenas en México alcanzaron a alrededor de US$ 80 millones�.



	Por su Parte, la inversión mexicana materializada por medio del D.L. 600 en Chile alcanza a diciembre de 1997 a US$ 39 millones�. Los capitales ingresados vía Capítulo XIV del Banco Central de Chile en el período 1994 y 1997  alcanzaron los US$ 203 millones.





Cuadro 3:	Comercio bilateral ACE Nº 17.

		(US$ miles y porcentajes)



�EXPORTACIONES �%�IMPORTACIONES�%���1997��1997���CON  ARANCEL 0%  �359,264�96.5%�1,065,177�99%��EXCEPCIONES�13,152�3.5%�10,965�1%��TOTAL COMERCIO  �372,416�100%�1,076,142�100%��Fuente: Depto Acceso a Mercados, DIRECON.





	Un elemento adicional a tener en cuenta al momento de evaluar globalmente este acuerdo se refiere a sus efectos sobre la estructura del comercio. Cabe señalar que en el período 1985-90 la tasa promedio de crecimiento de las exportaciones de Chile a México fue de sólo un 0,2%. En el período 1990-96 esta cifra se incrementó a 15% promedio anual. Respecto de las importaciones éstas crecieron 44% y 42% respectivamente, lo que no muestra una diferencia significativa. Respecto de la composición de las exportaciones cabe señalar que ésta, durante la década del 90, ha experimentado una importante diversificación especialmente en rubros tales como textiles, químicos, calzados y productos relacionados con  transporte.� 

















Cuadro 4: 	Principales exportaciones chilenas a México

		(Cifras en miles de US$).



SACH�DESCRIPCION�1990�1992�1994�1996�1997��7402.00.10�Cobre para el afino�3258�1018�24419�21585�59798��2603.00.00�Minerales de cobre y sus concentrados.�2680�0�0�2680�82888��2301.20.10�Harina de pescado�12088�13216�12196�3573�9822��0806.10.00�Uvas frescas�35�11747�25986�6779�11548��7403.11.00�Cátodos y secciones de cátodos�5364�0�5364�13251�38847��0813.20.00�Ciruelas�2205�6363�10128�5840�5331��1504.20.00�Grasas y aceites de pescado y sus fracciones�1457�5412�9311�9756�5141��4703.29.00�Pasta química, semiblanqueada o blanqueada, distinta de la de coníferas�750�750�7455�1465�2968��2008.70.10�Melocotones (duraznos), conservados al natural o en almíbar�347�3518�3995�4131�7803��3105.90.10�Nitrato sódico potasico (salitre)�138�359�10632�3634�6444���Total principales                             (a)�28322�42383�109486�72694�230590���Total exportaciones a México      (b)�57665�92449�212163�118819�376307���Porcentaje                                    (a)/(b)�49%�46%�52%�61%�61%��Fuente: Departamento Acceso Mercado, DIRECON.��



	Si se analizan los 10 principales productos exportados a México, los minerales, la harina de pescado, y frutas representan cerca de un 60 %del total exportado.



	Por otra Parte, en relación con las 10 principales importaciones,  éstas concentran un 37% del total e incluyen fundamentalmente material de transporte, televisores y equipos de computación.





Cuadro 5: 	Principales importaciones chilenas desde México.

		(Cifras en miles de US$).



SACH�DECRIPCION�1990�1992�1994�1996�1997��8703.23.90�Los demás vehículos automóviles concebidos principalmente para el transporte de personas, con motor de embolo (pistón) alternativo, de encendido de chispa, de cilindrada superior a 1.500 pero inferior o igual a 3.000 cm3����5420�39824�62488�177070�149280��8704.31.20�Los demás vehículos automóviles para el transporte de mercaderías, con motor de embolo (pistón), de encendido por chispa, con capacidad de carga útil de mas de 2.000 kilos����8805�18219�27626�45077�54554��8528.12.00�Receptores de televisión, en colores�0�0�0�52608�135624��8528.10.00�Receptores de televisión, en colores.�7�3621�13604�44940�0��3904.10.20�Policloruro de vinilo sin mezclar con otras sustancias, grado de suspensión����1798�12832�11847�20726�19919��8471.91.00�Las demás unidades procesamiento numéricas o digital�3272�2709�6515�15960�0��2523.10.00�Cementos sin pulverizar (clinker)�0�0�0�17233�30517��8471.20.00�Maquinas automáticas para procesamiento de datos, numéricas o digitales����2363�1288�1976�24267�0��8704.22.70�Chasis cabinados de vehículos para el transporte de mercaderías, con motor de embolo (pistón), de encendido por compresión (diesel o semi-diesel), con capacidad de carga útil de mas de 500 kilos y hasta 2.000 kilos����0�0�2002�14844�12040��2710.00.40�Aceites combustibles destilados (gas oil y diesel oil).�4696�10364�11723�530�0���Total principales productos                              (a)�26361�88857�137781�413255�401934���Total importaciones chilenas desde México   (b)�100798�178287�263673�797186�1076236���Porcentaje                                                            (a)/(b)�26%�50%�52%�52%�37%��Fuente: Departamento Acceso Mercados, DIRECON.���



	Es interesante destacar el número de empresas chilenas que están participando en el comercio bilateral. En 1991 existían 242 empresas exportando productos a México, en 1997 esta cifra alcanzó a 535 empresas. En cuanto a ítems arancelarios, éstos aumentaron de 277 en 1991 a 667 en 1997.



	La evolución de las exportaciones de Chile a México ha sido significativa a la luz del crecimiento global de las exportaciones. Adicionalmente, cabe tener presente como se mencionó, el impacto que a partir de 1995 tuvo la crisis económica que sufrió México y que afectó seriamente, tanto a su economía y población, como a todos sus socios comerciales. Finalmente, cabe destacar lo que señalan Meller y Misraji en el trabajo citado anteriormente en el sentido que en el mercado mexicano, “Estados Unidos es el principal competidor de Chile en la mayoría de los productos (pasta química de madera no de coníferas, uvas frescas, harinas y gránulos de pescado, grasas y aceites, tejidos de algodón, peras y membrillos, ajos y puerros). Es decir, Chile debe competir con el principal socio comercial de México, que es también la principal economía del mundo y una de las tres más competitivas.







































ANEXO Nº 2.





LO SUSTANCIAL DE LAS OPINIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.





El Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Juan Gabriel Valdés Soublette.



	Informó que en septiembre de 1971, Chile y México suscribieron en el marco de la ALADI un Acuerdo de complementación económica, conocido como ACE 17; el primero de esta naturaleza en firmarse con un país de la Región y cuyo objetivo fundamental fue profundizar las relaciones económicas por medio de la liberalización total de gravámenes y restricciones a las importaciones originarias de las Partes.  Sostuvo que este primer instrumento generó otros acuerdos que llevaron a una relación económica muy intensa, que ha llevado a la firma de este nuevo tratado el 17 de abril de 1998. 



	Señaló que en este Tratado se incorporan normas sobre inversiones, servicios, propiedad intelectual y un moderno sistema de solución de controversias.  Destaca que este instrumento es similar al firmado con Canadá y al suscrito por los Estados Partes del NAFTA, ajustándose, además, al marco jurídico del GATT.



	Sustuvo que México se ha propuesto una apertura total de su economía y ha buscado asociarse con Estados Unidos de América, en condiciones difíciles pero muy provechosas para su desarrollo.  No vacila, por tanto, este país, en la necesidad de levantar las restricciones arancelarias y enfrentar las restricciones no arancelarias, buscando insertarse plenamente en los acuerdos de la OMC.



	Afirmó que esta asociación con México responde a una visión común de la política económica y comercial, con miras a la integración hemisférica.



	Todo lo anterior se ha demostrado en la capacidad de ambos países de concertar políticas a niveles multilaterales en la APEC y en la defensa que han hecho de una desgravación universal y comprensiva, distinta a la desgravación sectorial defendida por los Estados Unidos de América.



	Afirmó, además, que debe considerarse el hecho de existir cierta complementariedad entre las economías de ambos países.  Tanto es así, que el acuerdo firmado con México ha permitido que este país se convierta en el cuarto socio comercial de Chile, después de Estados Unidos, Argentina y Brasil. El comercio se ha multiplicado por diez entre 1990 y 1997, pasando de 158 a 1452 millones de dólares.  En el mismo período, las exportaciones chilenas a México aumentaron más del 550%, llegando a 776 millones de dólares; las importaciones, a su vez, aumentaron casi el 1000%, llegando a 1.076 millones de dólares.



	Cree que el convenio actualmente vigente ha sido muy importante para competir con Estados Unidos en el mercado mejicano.



El Director de Asuntos Económicos Multilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministro Consejero señor Alejandro Jara Puga.



	Explicó que este Tratado, muy detallado en sus disposiciones, significó un trabajo muy exhaustivo, en el cual se aprovechó la experiencia ganada en otros acuerdos, especialmente la lograda por México por su participación en el NAFTA.



	Señaló que muchas de las bondades de este tratado están en la  calidad de las disciplinas comerciales que se establecen y en los sistemas para administrarlo.



	A continuación se refirió a los aspectos puntuales siguientes:



	a) Que en materia de productos no hay novedades, porque no se incluyó la liberalización de ninguno de los productos que estaban excluidos, salvo el caso de las manzanas, en virtud de un acuerdo anterior.



	b) Que en el sector automotor se han resuelto varios problemas existentes, especialmente, en cuanto al ingreso de algunos vehículos al mercado mexicano (Peugeot).



	c) Que en normas de origen con México estaban vigentes las normas de ALADI, que son muy simples y han encontrado problemas de aplicación, algunas de las cuales están sometidas a los tribunales de justicia, especialmente las que afectan a televisores, refrigeradores, computadoras, etc. Se optó, entonces, por convenir normas específicas, muy detalladas, producto a producto, que, en ningún momento, pueden significar normas de acceso inferiores a las existentes en el mercado mexicano.  Además, todas ellas se consultaron con el sector privado.



	d) Que en materia de medidas de salvaguardia, al igual que el Tratado con Canadá, se acordó respetar el derecho de aplicarlas, siempre que sean bilaterales, bajo las normas de la OMC y cumpliendo con el principio de la nación más favorecida, para productos que estén en proceso de desgravación.



	e) Que en las normas técnicas se contienen normas sobre medidas fitosanitarias y sobre normalización, que aumentan la transparencia e impiden que se usen como medidas proteccionistas.



	f) Que en materia de inversiones y servicios las normas son similares a las contenidas en el Tratado con Canadá, obligando a la libre transferencia de capitales, con excepción de las facultades que tiene el Banco Central de Chile para resguardar la estabilidad de la moneda.



	Agregó que también se ha aprovechado este tratado para solucionar los problemas existentes con el transporte marítimo de la carga automotriz, porque México tiene en su normativa una ley que permite a las empresas nacionales importar vehículos terminados libres de derechos de aduana siempre que haya exportado una cantidad igual de vehículos armados en México. Para calcular el valor de la exportación se considera si el transporte se ha hecho por barcos nacionales, lo que en la práctica significa una “reserva de carga”, por lo cual Chile ha aplicado una medida similar.  Este diferendo se solucionó determinando que para los efectos del transporte será indiferente si se hace por barcos mejicanos o chilenos.



	g) Que respecto de los derechos antidumping Chile buscó su eliminación, porque no se justifican entre dos países que tienen un libre comercio, y que a pesar de que las autoridades mejicanas miraban con simpatía esta posición se acordó que después de un año de la entrada en vigor este tratado se iniciarán las negociaciones para la eliminación de los derechos antidumping.



	h) Que respecto de las compras gubernamentales la negociación quedó pendiente.



	i) Que los productos sujetos a bandas de precios están excluidos del tratado.



	j) Que las cláusulas de salvaguardia para la inmensa mayoría de los bienes que se comercian entre ambos países no será posible aplicarlas, salvo para las manzanas, a menos que Chile las aplicara a todo el mundo y México estuviera entre los cinco primeros proveedores.



	k) Que a propósito de propiedad intelectual y normas de origen, en Chile se debería establecer la responsabilidad civil para los casos en que se atente en contra de la propiedad intelectual, como es el caso de la apropiación de una señal satelital sin contar con la licencia correspondiente y usarla comercialmente, o en el caso de los programas computacionales.



	l) Que el tratado no contempla normas sobre zona franca, tampoco las hay referidas a inmigración



	m) Que quedan excluidos del régimen del Tratado, los cigarros o puros, los puritos o cigarrillos que contengan tabaco, y el picadillo de tabaco, de manera que en caso de importación deberán pagar los aranceles generales.



	n) Que las listas de excepciones son las mismas establecidas en el tratado de 1991, pero se ha previsto una disposición que faculta a la Comisión para modificar las reglas de origen, los plazos para la desgravación arancelaria, la lista de excepciones, las reglamentaciones uniformes, etc., lo que en Chile podrá hacerse mediante decreto supremo tramitado ante la Contraloría General de la República, publicado en el Diario Oficial.



El Jefe del Departamento de Comercio Exterior del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Roberto Paiva.



	Manifestó que en el sector automotor es muy relevante, para la incipiente industria  automotriz chilena, la posibilidad de acceder a los mercados externos, alcanzando hoy las exportaciones del sector a México a la suma de 35 millones de dólares.





El abogado de General Motors Chile S.A., señor Fernando Hurtado.



	Indicó que su empresa participó en reuniones con la Cancillería, en las cuales expresaron que su principal preocupación era que este nuevo Tratado no afectara al comercio ya creado, obteniendo la seguridad de los negociadores chilenos en ese sentido.  Así se respetó el porcentaje de integración nacional, por lo cual esperan seguir exportando como se hace hoy día.



	Agregó que alrededor del 50% de la producción de la planta existente en Arica se exporta.  De ese porcentaje, cerca de 7000 unidades (camionetas LUV) se destinan al mercado mejicano.  Lo anterior lo considera muy importante porque en el mercado mejicano hay que competir con la producción de Canadá y Estados Unidos.



	Añadió que para el sector se han abierto otros mercados, como el caso de Colombia, que permitirá aumentar las exportaciones.





El Gerente de Administración y Finanzas de Peugeot Chile S.A., señor Patricio González.



	Suscribió totalmente lo dicho por el representante de General Motors Chile S.A. e hizo notar que la posición de su empresa era que no se alterara el esquema en que se negoció el Tratado de 1991, porque ha funcionado con pleno éxito para su sector.



	Agregó que la producción de la planta de Los Andes se destina totalmente al mercado extranjero.  El 35% se envía a México y el resto a Colombia y Ecuador, con los cuales también hay tratados. En un futuro próximo esperan aumentar la producción y exportación.



	Sostuvo que por economía de escala la industria mejicana es mucho más desarrollada que la chilena y que ya antes del Convenio tenía una fuerte presencia en nuestro mercado. Todo esto, por supuesto, significa un desequilibrio absoluto.  México copa cerca del 35% del mercado en Chile con alrededor de 35.000 vehículos y Peugeot exporta a México cerca de 2.500 unidades.  En los años venideros se espera aumentar, substancialmente, la participación chilena en ese mercado que es de 800.000 unidades.



El Gerente del Area de Comercio Exterior de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Hugo Baierlein.



	Informó que las exportaciones chilenas a México en el año 1991 eran de 44 millones de dólares y que hoy alcanzan a 376 millones de dólares; por su parte las importaciones desde México han subido desde 139 millones de dólares en 1991 a 1.076 millones de dólares en 1997.  Indicó que los principales productos chilenos exportados al mercado mexicano son minerales de cobre, vehículos motorizados, uva, harina de pescado, nitrato sódico potásico, conservas de duraznos, vinos, tejidos de algodón, entre otros, y  que los productos importados desde México son, fundamentalmente, resinas plásticas, televisores y automóviles.



	Hizo ver que la estructura de este nuevo tratado con México es muy similar a la del NAFTA o a la negociación entre Chile y Canadá, con algunos elementos nuevos.



	Señaló también que hicieron patente algunas aprehensiones respecto de ciertos sectores en los cuales ha habido algunos problemas en las exportaciones a México, entre los cuales menciona el plástico, el calzado, textil y confección y el automotriz, porque se da un déficit en materia prima nacional. Reconoce que en estos sectores la negociación se dio con buenos resultados.



	En conclusión, expresó que no se visualiza ningún sector industrial que pierda acceso al mercado mejicano y, muy al contrario, el potencial que se visualiza es muy grande, sobre todo en el sector confecciones.



  	Acerca de las ventajas de este Tratado en comparación con el de 1991 señaló que no las aprecia desde el punto de vista de los productos, porque éste  respeta las preferencias del ACE 17 y sólo quedan cien productos en la lista de excepciones. Afirmó que desde el punto de vista de las ventajas arancelarias no hay ninguna diferencia entre ambos tratados; pero que ella está en la incorporación del sector servicios y en las normas de origen ya que los certificados los emitirán los propios exportadores.



	Señaló, como única preocupación, que el tema de las normas de origen se esté transformando en un tema restrictivo por la baja de aranceles en el mundo y estén surgiendo como instrumentos para obstaculizar el comercio.



	Manifestó, además, que era posible mejorar las exportaciones a México con el acuerdo de 1991, suscrito en el marco de ALADI.





El Gerente General de la Asociación Nacional de Armadores, señor Arturo Sierra.



	Indicó que la Asociación, que reúne al sector del transporte marítimo internacional y de cabotaje, participó en las reuniones previas con la Cancillería y que las inquietudes que tenían sobre algunos aspectos del tratado fueron recogidas ampliamente.  Desde este punto de vista no tienen observaciones que hacer al tratado.



	Más aún, señaló que las reservas del sector quedaron incorporadas en el Anexo 1. Indicó que también México formuló reservas relativas al transporte de combustible y de desechos nucleares.



	En lo referido al problema existente con el transporte de vehículos, informó que éste se solucionó por la vía de la reciprocidad, otorgando el 50% para cada país, de manera tal que los buques chilenos que hagan ese tipo de transporte tendrán el mismo tratamiento que los barcos mejicanos, incluso para transportar carga desde México para terceros países.



	Aprovechó la oportunidad para plantear el problema existente con la recuperación del IVA, que los mexicanos pueden obtener, pero no así los transportistas chilenos.  Sustuvo que la solución de este problema está pendiente.  Complementó sus observaciones con una exposición escrita presentada, posteriormente, la que se os reseña en el Nº 13 de este anexo.



	En resumen, estimó que no tiene observaciones que hacer al Tratado ya que el cabotaje está bien protegido y el transporte internacional queda abierto.





El Asesor Jurídico de la Asociación Nacional de Armadores, señor Antonio Pedrals.



	Reconoció que el problema relativo al cabotaje quedó solucionado y que las reservas mexicanas en el sector energético responden a un problema constitucional más que comercial.





El Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), señor Antonio Yaksic.



		Señaló que en el capítulo VII del Tratado se regulan todos los aspectos fitosanitarios del intercambio comercial de productos agrícolas, pecuarios y pesqueros entre ambos países.  Se trata de un acuerdo de última generación porque moderniza las normas y los requerimientos técnicos y científicos para tomar medidas sanitarias en este comercio, en la  línea de las normas de la OMC, que integra todos estos ámbitos de la sanidad animal, vegetal, alimentos, pesca y plagicidas.



		Contiene los elementos básicos del derecho de las Partes para aplicar medidas de protección sanitarias y contiene obligaciones en términos de no establecer restricciones encubiertas al comercio so pretexto de tomar medidas de índole sanitaria. Estas medidas deben estar basadas en principios científicos de evaluación de riesgos bastante objetivos.



	Señaló que el Tratado contiene, además, otros principios como el de equivalencia,  de la aplicación de normas internacionales y de armonización; de reconocimiento de plazas libres de enfermedades y de pestes, procedimiento de control, inspección y aprobación de exportaciones y principio de transparencia.



	A su juicio, este es un Tratado bastante avanzado, el más amplio de los firmados hasta ahora, que protege adecuadamente el patrimonio zoo y fitosanitario de la agricultura chilena y de la salud humana; además de ser un elemento facilitador de la relación comercial entre ambos países.



		Acotó que actualmente, en esta materia agrícola, se está trabajando sobre la base de un protocolo de acuerdo firmado en 1991, entre el SAG y la Dirección General de Sanidad Vegetal de México, el que será reemplazado por este Tratado, que es mucho más amplio.



	Indicó que dicho acuerdo permitió iniciar la exportación de productos hortofrutícolas chilenos a México, con muchas ventajas, especialmente por la diferencia de estaciones.  Informó también que existe una importante exportación de carne ovina y que las importaciones son, básicamente, cueros, pieles, material genético avícola y frutas.



	Hizo notar que no se han presentado problemas fitosanitarios con las exportaciones de frutas; por el contrario, ha habido bastante apertura, al punto que la inspección de la fruta que se exporta a México la hace el propio SAG.





El Director del Programa de Estudios Económicos del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Tomás Flores.



		Senaló su interés en hacer un breve análisis de la evolución del acuerdo comercial con México a partir del (ACE 17), según lo muestra el documento escrito que entregó a la Comisión.



	Del cuadro de las exportaciones chilenas a México, medidas en millones de dólares estadounidenses y como porcentaje del total exportado en el período 1990/1997, a México, MERCOSUR, Canadá, Resto del mundo, en el documento se deduce, en primer lugar que las exportaciones chilenas se han duplicado en 1997 con respecto a 1990. Este incremento, señala, incorpora tanto variaciones de precios como de cantidades físicas, sin perjuicio de que para el componente más importante de ellas, como es el cobre, hay una diferencia importante en los precios ya que en 1990 alcanzó a 120,8 centavos de US$ por libra, mientras que en 1997 alcanzó a 103,3 centavos, es decir un 14,6% menos.



	Además, indica que se observa que de los países seleccionados, México es el que muestra el crecimiento mayor, multiplicando por 6,5 lo exportado en 1990. Sin perjuicio de lo anterior, todavía México representa un porcentaje pequeño de nuestras exportaciones, llegando en 1997 al 2,21% del total.



	Por el lado de las importaciones, en el estudio de Libertad y Desarrollo se observa un fenómeno parecido ya que mientras el total se incrementa en 2,6 veces, las provenientes de México lo hacen en 10,7 veces, lo que es lejos la mayor expansión de las áreas de comercio seleccionadas. A su vez las importaciones desde México representan un porcentaje más relevante del total, alcanzando a un 5,7% en 1997.



	Por otra parte, del cuadro de la Balanza Comercial de Chile, en millones de dólares estadounidenses, en el período 1990/1997, con México, MERCOSUR, Canadá y resto del mundo, concluye que la situación comercial global chilena ha empeorado con respecto a 1990, en donde teníamos un superávit de US$ 1.308 millones, mientras que 1997 cerró con un déficit de US$ 1.864 millones. Este cambio representa un empeoramiento total de US$ 3.172 millones entre ambos años, al pasar de un superávit a un déficit. A este empeoramiento, México contribuye con un 20,7%, ya que pasa de un déficit de US$ 43 millones en 1990 a uno de US$ 700 millones en 1997. En seguida señala las posibles explicaciones para este fenómeno.



	Después de comentar los alcances del Tratado en materia de inversión, solución de controversias en inversiones, comercio transfronterizo de servicios, servicios profesionales y entrada temporal de personas de negocios, concluye el documento en que indudablemente todo acuerdo que permita la generación de negocios con un socio comercial es positivo en la medida que no restrinja o perjudique los negocios con otros y bajo dicha premisa esta ampliación del acuerdo cumple con ello.



	También señala que aquellos sectores que podrían generar un gran volumen de negocios como lo son los servicios financieros, quedaron excluidos del acuerdo, no por falta de aplicación chilena sino por negativa de México, tal como ocurrió en su oportunidad con MERCOSUR. 



	Finalmente indica que un tema pendiente, de la mayor prioridad, es la necesidad de avanzar en un tratado de doble tributación con México y otros países que son destino de inversiones chilenas.



	En su exposición oral el señor Flores informó que sobre el problema de las normas de origen y la desviación de comercio ha estado preocupada la SOFOFA, porque se estarían vulnerando las normas de origen al desviar comercio que viene de Asia y que debería entrar a Chile con 11% de arancel y al hacerlo vía México lo hace a 0% de arancel.



	Opinó que la rebaja del arancel externo común acordada por Chile va a impedir en un futuro cercano que se repitan estas prácticas, que según estudios recientes, en el año 1996 la desviación de comercio le significó a Chile un menor ingreso de 550 millones de dólares.



	Destacó que de la mayor importancia es el hecho de que el acuerdo limita acciones que pudiera tomar el Gobierno chileno en contra de inversiones que provengan de México, como es el caso de la norma que impide que el encaje suba de cierto monto o que se contrate más personal chileno o se compren más insumos nacionales.  En otras palabras, este acuerdo limita el mal comportamiento que el Gobierno chileno pudiera tomar en el futuro en esta materia.



	En resumen, afirmó que en la medida en que este acuerdo permita hacer nuevos negocios, sin que limite la posibilidad de hacerlo con otros países socios no comprendidos en el acuerdo, constituye un avance.  Desde ese punto de vista, la mayor apertura a flujos de servicios y de personas, como es la parte laboral, es un ejemplo de ello.



	Lamentó que el Tratado no incluya el área de servicios, especialmente los financieros, por la tenaz oposición de México, al igual que lo hace Brasil.  No obstante, las empresas chilenas están comprando bancos, mediante los cuales pueden de igual manera prestar servicios.



	Sobre las posibilidades de disminuir en el futuro la desigualdad de la relación comercial entre ambos países, manifestó que la rebaja del arancel externo común permitirá disminuir la desviación de comercio y posibilitará que las diferencias disminuyan. Aparte de ello, estimó que hay que tener en consideración que la situación cambia por los ciclos económicos que sufren los países, limitando sus importaciones y exportaciones, como ha sucedido con la crisis asiática o el "tequilazo".



		Indicó que podría ser considerado como un punto negativo en este Tratado el que no se haya contemplado el área de servicios, en la que nuestro país tiene muchas ventajas que ofrecer.





La Cámara de Comercio de Santiago.



	En los comentarios finales de su presentación escrita señala, básicamente, que este Tratado de Libre Comercio con México, más que liberalizar o facilitar una apertura sustantiva del comercio transfronterizo de servicios entre ambos países, proporciona un marco transparente, que fija el nivel actual de reservas y restricciones y compromete a las Partes a no establecer nuevas restricciones en una serie de subsectores del comercio transfronterizo de servicios.



	Agrega que desde el punto de vista de la exportación de éstos por parte de empresas y profesionales chilenos, el Tratado significa, sin embargo, un gran aporte a la facilitación de negocios por cuanto en su articulado refleja, al menos parcialmente, la problemática planteada por el sector privado chileno en instancias tales como el Foro Empresarial del Comercio de Servicios del ALCA, realizado en Santiago, en octubre de 1997, o las medidas de Facilitación de Negocios identificadas en el taller de Servicios del IV Foro Empresarial de las Américas (San José, Costa Rica, marzo 1998)



	Sostiene que en relación a la problemática identificada por el sector privado en estos foros, el Acuerdo fija un marco regulatorio para:



	Reducir la subjetividad, la discriminación y la falta de transparencia en relación a las regulaciones que entraban el comercio de servicios y en aspectos tales como la calificación y registro de empresas y profesionales, así como el acceso de éstas a las leyes y reglamentos vigentes.



	Destrabar la obtención de licencias o certificados de práctica y eliminar vacíos normativos en materia de reconocimiento de títulos y registros profesionales.



	Reducir discrecionalidad para el otorgamiento de visas y permisos de trabajo.



	Explicitar en una lista negativa las restricciones cuantitativas al comercio transfronterizo de servicios a nivel nacional y estatal, lo cual en una república federal es en extremo importante.



	Uniformar los criterios de certificación de títulos profesionales y especialidades.



	En relación a las telecomunicaciones, el Tratado propicia, tal como se estableció en el Foro de Santiago, una amplia interconexión de redes para permitir el acceso a los mercados en condiciones de no discriminación y con precios que responden a los costos reales de provisión de servicios.



	Finalmente, la postura del sector privado a través de los distintos subsectores de servicios representados (construcción e ingeniería, servicios profesionales, telecomunicaciones, servicios financieros, servicios de transporte expreso, tecnologías de la información y turismo) coincide en establecer como elementos básicos para el adecuado desarrollo del comercio internacional de servicios el trato nacional y el trato de nación más favorecida, ambos principios rectores del acuerdo de servicios entre Chile y México.





El Instituto Textil de Chile.



	Hace llegar sus opiniones por escrito, declarándose, en primer lugar, ferviente defensor de la política de apertura de mercados y, en ese plano, respalda la acción del Gobierno tendiente a establecer acuerdos comerciales con los países con quienes mantenemos corrientes de comercio.



	En el mismo sentido, se declara partidario de las rebajas de aranceles y el desmantelamiento de las barreras para arancelarias, tales como normas de origen demasiado restrictivas o reglas particulares para los productos de mayor valor agregado.



	Pero, igualmente, exige el respeto de las normas del libre mercado, la transparencia en ellos, la práctica de precios normales y la defensa de una sana competencia. Por ello, sustenta la necesidad de adecuar la legislación chilena a los Acuerdos de la OMC en lo que se refiere a medidas de salvaguardia, competencia desleal y medidas antidumping.



	En el caso de la discusión de un TLC con México planteó la necesidad de mantener las normas de origen tal como se habían acordado, esto es, la aplicación de la resolución 78 de ALADI.



	Las normas de origen en referencia, en lo que se refiere a los sectores textil y confecciones retoman las que se encontraban en el Acuerdo de Complementación Económica vigente a la fecha, dándoles una forma semejante a las normas de origen acordadas con Canadá.



	Esto significa que para acreditar origen de los artículos textiles y de la confección, éstos deben ser producidos en los países signatarios y, en caso de utilizar materiales no originarios, se exige un salto de partida o un contenido regional no menor a 50% (método valor de transacción) o 40% (método de costo neto).



	En conclusión, el Instituto Textil está de acuerdo con las normas de origen establecidas en el TLC Chile-México, en informe.





La Asociación Nacional de Armadores A.G.



	A las opiniones que sus dirigentes expusieron personalmente, agregaron, posteriormente, un documento que resume el problema que afecta al sector naviero nacional en relación al pago del Impuesto al Valor Agregado (IVA), en México.



	Según su descripción del problema, las empresas navieras chilenas están pagando IVA, en México, sin recuperación, sobre los “servicios de puerto y carga para las importaciones”. En efecto, las compañías chilenas que transportan cargas a México, están afectas en la práctica al impuesto al valor agregado sobre los servicios de puerto y carga para las importaciones, sin que se les permita la posibilidad de recuperación del impuesto referido.



	En Chile, sin embargo, las empresas navieras mexicanas tienen derecho a recuperar el impuesto equivalente.



	Estima la Asociación que esta falta de armonía, constituye una anomalía dentro de las relaciones de dos países, conforme a los acuerdos que existen entre ellos.



	Tanto el ACE 17 como el Tratado en informe, están inspirados en las ideas matrices de “armonía” y “reciprocidad”.



	Los importantes montos económicos comprometidos, determinan que la situación descrita tenga gran relevancia para las compañías chilenas.



	En seguida describen la situación tributaria en Chile y México y la subsistencia del problema. A este respecto señalan que no obstante todas las circunstancias y antecedentes que exponen, ha sido imposible para las empresas navieras chilenas obtener la recuperación del IVA en México. Se han hecho una serie de gestiones administrativas y judiciales y el problema continúa existiendo.



	Sobre esta base, estima que la única actitud posible, consiste en subordinar el beneficio que permite a las navieras mexicanas recuperar el IVA conforme al artículo 7 del decreto ley Nº 3.059, de 1979, a la existencia de reciprocidad por parte de los países a los que pertenecen las empresas navieras extranjeras que recuperan el IVA en Chile.



	Afirma, por último, que una fórmula de esta naturaleza, que implica una modificación de la Ley de Marina Mercante, sería una útil herramienta de negociación, no sólo respecto de México sino de todos los países donde las naves chilenas deban cancelar los impuestos mencionados sin tener la facultad de recuperarlos.
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